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CAPÍTULO I 

La Constitución 



Carácter complejo del concepto 
de Constitución 

(Aunque puede decirse en un sentido determinado 
que las ciencias sociales tienen todas un objeto co- 
mún que las vincula y las hace recíprocamente de- 
pendientes, también puede afirmarse, desde el punto 
de vista científico-metodológico, que cada ciencia so- 
cial tiene su especificidad teórico-estructural. Lo pri- 
mero resulta del carácter unitario de los fenómenos 
sociales, de que estos constituyen un complejo real 
de aspectos y elementos que solo en su interco- 
nexión adquieren un pleno significado; es decir, que 
los procesos sociales forman totalidades cuyo con- 
tenido fundamental es la conducta humana histó- 
; rico-concreta y que esta conducta no es nunca 
'exclusiva de la conducta económica, o política, o 
| moral, o jurídica, etc., sino que incluye de forma 
¡ simultánea todos estos aspectos. Pero, precisamen- 
te por constituir una totalidad, estos modos de acti- 
vidad son discernibles y pueden ser considerados 
por separado de manera condicional, es más, en la 
realidad ellos no aparecen uno al lado del otro con 
un mismo valor y jerarquía de determinación, sino 
que se imbrican con prioridad por su significado 
vital o, podríamos decir también, social. Así, la acti- 
vidad primordial de los hombres, en cuanto de ella 



depende su propia producción y reproducción, es 
la económica y esto no puede dejar de influir y de- 
terminar otras manifestaciones de su conducta que 
inciden sobre el modo económico. 

De aquí que sea posible, y hasta necesario desde 
el punto de vista del conocimiento, que la abstrac- 
ción científica aborde el estudio de la realidad social a 
través de disciplinas especiales: economía, historia, 
sociología, etcétera. 

I ¿Cuál es la misión de la ciencia? En sentido am- 
plio podemos decir que explicar. Esto significa, en 
el mismo grado de amplitud, que las diferentes cien- 
cias particulares se mueven dentro de un ambiente 
metodológico común. No obstante, en cuanto avan- 
zamos un poco se perfilan con mayor acento las 
diferencias; en primer lugar entre ciencias naturales 
y ciencias sociales. En las primeras, lo ideológico se 
manifiesta principalmente en la función que se atri- 
buye a los resultados, no en los mismos descubri- 
mientos e invenciones científicas; el proceso de 
investigación, sin que esto signifique que esté libre 
de asechanzas ideológicas de manera absoluta, 
transcurre dentro de una relativa identidad inde- 
pendiente de los investigadores. Es el uso, la finali- 
dad atribuida a los conocimientos obtenidos y las 
formas organizativas que se le dan lo que señala su 
sentido ideológico; esto se ve bien claro, por ejem- 
plo, en el uso destructivo que hace el imperialismo 
norteamericano de importantes resultados científi- 
cos, que no por eso dejan de tener posibilidades de 
utilización constructiva y pacífica en la vida social y 
que puede, por esa razón, constituir un progreso. 
¿A qué se debe esta peculiaridad de lo ideológico en 
las ciencias naturales? Sin duda, en una importan- 
te medida, si no fundamental, al tipo de objeto: la 
naturaleza le permite tomar al científico en el pro- 
\ceso de investigación una distancia considerable de 
su objeto; aquí las fantasías y las imágenes míticas 



son, por lo general, producto de la ignorancia. Algo 
diferente ocurre en las ciencias sociales. En ellas, el 
objeto es el hombre en su contexto histórico; aquí 
es imposible para el investigador distanciarse de su 
materia al igual que el naturalista, porque él está 
incluido también en esa materia: la sociedad. 

Lo ideológico se manifiesta entonces no solo como 
uno de los resultados, sino que es, incluso, supuesto 
de la propia investigación. 

Por eso la posición política y los intereses sociales 
que representa el científico adquieren un particular 
relieve para el significado y la veracidad histórica de 
sus conclusiones. La expresión ideológica adquiere for- 
mas diferenciadas en las ciencias sociales de acuer- 
do con la prioridad de los modos de actividad a que 
nos referimos con anterioridad; así mientras la eco- 
nomía, la política y el derecho reflejan casi de ma- 
nera directa factores de inmediato vitales para los 
hombres, la filosofía y la estética, por ejemplo, se 
alejan ideológicamente de esos intereses prácticos. ! 
Del mismo modo, podemos decir que aunque todas \ ' 
las ciencias sociales persiguen en cierto sentido una 
normatividad no es esto lo que las caracteriza a todas 
por igual, sino solo a algunas de ellas, y muy en espe- 
cial, a las jurídicas. Como vemos las diferencias no se 
pueden absolutizar, aunque pueden servir de base 
para importantes distinciones. Así, podemos decir 
que una peculiaridad distintiva de las ciencias jurí- 
dicas respecto a las demás ciencias sociales es suí 
carácter normativo; esto no implica, por supuesto, 
que ese carácter normativo sea el producto de un 
imperativo de la conciencia o que flote en el aire; esel 
es un problema discutido con amplitud en Teoría] 
del Derecho y en otras partes de este libro. 

¿Qué lugar ocupa la Constitución, como objeto\ 
de una rama del Derecho, en esa especificidad de 5 
las ciencias jurídicas? Sin duda, un lugar proble- 
mático. Pe I obieto de una ciencia social 
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puede ser abordado por las demás desde ángulos de 
enfoque distintos; sin embargo, en ocasiones puede 
tratarse no solo de cuestiones de enfoque, sino de la 
propia naturaleza del objeto que lo hace partícipe 
necesario de varias disciplinas simultáneas. Ese es 
el caso de la Constitución. Esta no es, en rigor, un 
fenómeno jurídico en sentido estricto, porque es, en 
jprimer lugar, un fenómeno político y sociológico. 
i l ¡Que esto es así lo corrobora la historia de las cons- 
tituciones y las diferentes doctrinas a que ha dado 
origen, como tendremos oportunidad de ver más ade- 
lante. Por ahora solo es preciso afirmar que aquí 
radica la complejidad del concepto de constitución: 
en su calidad de fenómeno multifacético, cuya consi- 
deración exclusiva desde un punto de vista condu- 
ce a inevitables unilateralidades que entorpecen el 
conocimiento. El estudio puramente normativo o 
normati vista de las constituciones no solo ha mos- 
trado su intención reaccionaria a través del positi- 
Ivismo, sino también sus debilidades y límites 
epistemológicos. El análisis constitucional no pue- 
de ser nunca exclusivamente jurídico, tiene que te- 
:ier en cuenta las ideas y la práctica política del 
momento, así como los conflictos de clases e intere- 
ses sociales. 
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Constitución material y Constitución formal 

¡Este tópico tiene su origen en el constitucionalismo 
jmoderno, y muy sobre todo en las llamadas consti- 
tuciones codificadas, es decir, en las constituciones 

Í escritas de una sola vez con una estructura cerra- 
a. La burguesía enarboló, en su lucha contra el 
igimen feudal, la ideología jurídica como su arma 
redilecta de combate en el terreno de las ideas. Así 
jse creó el mito de que la eliminación de la arbitra- 
riedad monárquica era un problema de Derecho. 
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•Cuando triunfaron las revoluciones burguesas que 
¡acabaron con el absolutismo y advino el llamado 
régimen constitucional, no tardó mucho en descu- 
brirse el carácter ilusorio que atribuía a ese régimen 
todas las bondades posibles. Muy pronto se vio que 
í la constitución escrita, con todas sus garantías y 
j grandilocuentes formulaciones, era una cosa y otra 
'Nj las realidades políticas, que supuestamente debían 
' \ derivarse de esa constitución. Particular importan- 
j cia tuvo, en la historia del análisis crítico que evi- 
denció es la contradicción, una serie de conferencias 
| pronunciadas en Berlín en 1862 por Ferdinand La- 
salle, recogidas en un pequeño libro que recibió el 
i título de ¿Qué es una Constitución?, lo cual por 
j marcar un hito en la historia del pensamiento cons- 
I titucional, y muy particularmente en cuanto al tó- 
I pico referido, reseñamos a continuación. 

Las alie comienza por plantearse la necesidad de 
distinguir la esencia de una Constitución de su des- 
cripción externa, o lo que es lo mismo: distinguir lo 
que es una Constitución de cómo se forma o se 
hace una Constitución. En el último caso estaría- 
mos en presencia del concepto jurídico (formal), cuyo 
valor es casi puramente operativo: nos sirve para 
diferenciar la Constitución del resto de las leyes, o 
conocer su eficacia y jerarquía desde el punto de 
vista exclusivo del derecho, pero no más. Este con- 
cepto no nos dice nada acerca de la verdadera natu- 
raleza de una Constitución. Para ello, es necesario 
ahondar más en la diferencia de una simple ley, por 
vía de comparación, con lo que llamamos ley funda- 
mental. Este último calificativo significa que la Cons- 
titución tiene ion fundamento, y las cosas que tienen 
un fundamento son por necesidad, como son; al 
contrario de las fortuitas o casuales. 

"¿Existe en un país alguna fuerza activa y eficiente 
que influya de tal modo en todas las leyes promul- 
gadas, que las obligue a ser necesariamente lo que 
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Lassalle y contesta afirmativamente: "Sí , los facto- 
res reales de poder que rigen en una sociedad deter- 
minada". Para ilustrar el significado de los factores 
de poder utiliza el siguiente ejemplo: 

Supongamos, dice, que la Colección Legislativa, 
conjuntamente con los originales guardados en 
archivos y bibliotecas de Prusia, desaparecen a 
I consecuencia de un incendio; habría entonces 
i que hacer de nuevo todas las leyes del Estado. 
1 ¿Creen ustedes que en este caso el legislador 
I podría, a su antojo, hacer las leyes que mejor le q 
i pareciesen? ¿Podría, digamos por caso, no n 
contemplar la institución monárquica en la nue- ce. 
va organización del Estado? En este caso el Rey /w^ 
le diría: podrán estar destruidas las leyes, pero* ^ 
el Ejército me obedece, y apoyado en este poder ^ 
efectivo de los cañones y bayonetas no toleraré & 
que me asignéis más posición ni otras prerroga- ff i 
tivas que las que yo quiera. Lo mismo sucedería U¿ 
si se intentaran suprimir los privilegios políti- ta 
eos y sociales de la aristocracia, aunque este sean* 
un grupo minoritario y aborrecido por la nación | : ( 
alemana. ¿Y qué ocurriría si el legislador, colu- 
dido con el rey y la aristocracia, decidiera liqui- 
dar a la burguesía y al régimen capitalista, 
restableciendo la organización corporativa feudal? 
Muchos miles de obreros se verían entonces sin 
trabajo y medios de subsistencia, espoleados por 
el propio dinero burgués contra el rey, que en- 
contraría así, a no dudarlo, su fin. Si el rey, la 
aristocracia y la burguesía decidieran despojar 
de sus derechos políticos a los trabajadores en- 
tonces sí podrían, porque la realidad lo ha de- 
mostrado; pero aún así habría un límite en la 
libertad personal de obreros y artesanos, porque 
lá supresión de este acarrearía tales desórdenes y 
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las relaciones socioeconómicas mínimas. 1 ^ 

Estos ejemplos muestran, nos dice Lasalle, que 
los factores mencionados son, cada uno en su lu - 
gar, los factores reales de poder. ¿Y qué relación 
guardan con lo que llamamos Constitución jurídi- 
ca? Simplemente, se cogen esos factores reales de 
poder, se extienden en una hoja de papel con una 
expresión escrita determinada y a partir de ahí se 
han erigido en Derecho; quien atente contra ellas lo 
habrá hecho contra la ley y será castigado. Los ele 

. mentos mencionados son, por tanto, fragmentos de 

K. la Constitución. 2 

, 0foi A renglón seguido Lassalle hace un detenido estu- 
dio de la organización político-electoral alemana partí 
' kemostrar sus acertos anteriores. Su conclusión in - 
OijM 'evitable es que el arte y la sabiduría constituciona- 
X /les consisten en la adecuación de la Constitución 
escrita (formal) ala Constitución real (material). Don- 
de ambas no se correspondan estalla inevitablemente 
un conflicto que termina con la imposición de la 
Constitución real sobre la escrita. Y la enseñanza va 
dirigida a los liberales alemanes que se preocupa - 
ron mucho, a partir de la Revolución de 1848, de la 
Constitución escrita y poco de la Constitución real. 

En el fondo esta distinción tiene su origen en el\ 
carácter abstracto del pensamiento burgués. La bur- 
guesía presentó sus reivindicaciones a la nobleza 
feudal en una serie de principios que se consideraban 
eternos, superiores a toda realidad histórico-con - 
creta por ser consustanciales al hombre. Como arma 
de combate esta ideología mostró una gran eficacia, 
pero cuando sus postulados pasaron a regular las 
relaciones sociales devinieron, por su misma natu- j 

1 Ferdinand Lasalle: ¿Qué es una Constitución?, Edicio- 
nes Siglo XX, Buenos Aires, 1957, pp. 13-20. 
... 3 Ferdinand Lasalle: oh. cit. p j 



raleza, puras exigencias formales en contradicción 
con las más vulgares realidades cotidianas. 

Diferentes aspectos del concepto 
de Constitución 

El término Constitución tiene múltiples acepciones; 
no todas interesan, por supuesto, a nuestra mate- 
ria. Sin embargo, esa diversidad de significados re- 
fleja de cierta manera la posibilidad de un enfoque 
múltiple de nuestro objeto de estudio. Así, el análi- 
sis de la constitución puede abordarse con los sen- 
tidos siguientes: a) como un orden socio-económico 
y político dado, es decir, como la descripción teórica 
de la ordenación que se produce en la misma reali- 
dad; b) como la normación consciente, más o menos 
explícita, de ese orden; c) como la forma de domina- 
ción política; d) como proceso formativo del orden 
socio-político. Veamos cada uno de estos conceptos 
posibles de Constitución. 

/ La Constitución es, en primer lugar, una catego- 
ría ontológica, o lo que es lo mismo, una estructura 
o modo histórico-concreto del ser social. Este último <s 
siempre está constituido de alguna manera: por una 
determinada organización del trabajo y de los proce- \ 
sos productivos, por la distribución y el intercambio 
de los productos, por las relaciones de cooperación X 
y/ o dominación entre las clases sociales y, en fin, j í 
por los vínculos económicos, políticos e ideológicos 
que se integran en la vida social. De aquí parte, sin A 
duda, el concepto más fundamental de una consti- J 
tución. Son estos factores, previos incluso a toda 
reflexión, los que permiten calificar de una misma 
manera una multiplicidad de constituciones perte- 
necientes a un mismo régimen social de producción, 
con independencia de las diferencias específicas que 
existan entre ellas. Así, entre los Estados esclavistas 
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más disímiles que puedan seleccionarse encontra- 
remos siempre ciertos elementos comunes de carác- 
ter esencial para la supervivencia misma del tipo de 
I Estado: los esclavistas dispondrán de las riquezas 
fundamentales y de prerrogativas extiaordinarias no 
solo en cuanto a la disposición de esas riquezas, sino 
también en cuanto a las personas de sus subordina- 
dos los esclavos; estos a su vez estarán excluidos de 
toda consideración jurídica y tenidos por meros ins- 
trumentos o ¿cosas? de la producción; incluso la 
J contabilización de los bienes y la economía en su 
I conjunto tendrá, dentro de las grandes diferencias 
j de objetivo y contenido que puedan existir, rasgos 
¡comunes; los prejuicios ideológicos serán similares 
ja despecho de que las formas de gobierno sean an- 
j titéticas: democracia o tiranía, aristocracia u oligar- 
f quía, etc., siempre será la resultante de la relación 
I dueño-esclavo la que determinará la escala de los 
valores esenciales. Todo esto nos permite hablar con 
toda exactitud de una constitución esclavista, como 
nos permitiría hablar de una constitución feudal o 
una constitución burguesa. 
TT En este concepto la Constitución es, por tanto, la 
A t comprensión teórica de un dato existencial; y, por 
jello, el fundamento para la valoración científica de 
i las otras modalidades. Precisamente, por ser este su 
significado más fundamental es el que más se oculta 
a la consideración ideológica; la aprehensión de la 
Constitución que es en las relaciones socio-econó- 
micas presupone el concepto marxista de formación 
social como un todo diferenciado con un nivel de- 
terminante: el modo de producción. 

En segundo lugar, la Constitución puede ser consi- 
derada como normatividad o, como regulación cons- 
ciente de ciertas relaciones sociales. En este sentido 
la Constitución es.la expresión político-jurídica de 
¡los intereses socio-económicos prevalecientes. ¡ 

v. . . _ _ ; , <, :v a f Otp/t$v f :U ' 
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i No obstante, este reflejo normativo no es "particu- 
larmente en las sociedades divididas en clases 
antagónicas" enteramente riguroso. En ello influyen 
diversos factores, ante todo el carácter contradicto- 
íio de las relaciones sociales. Una de las consecuen- 
cias de la lucha de clases como ley del desarrollo 
social es que la clase dominante en cada época his- 
tórica no pueda realizar su dominación con tran- 
quilad, sin alguna oposición o resistencia que la obligue 
A ja una plasticidad mínima, aunque su mayor o menor 
\ {flexibilidad esté en dependencia de las presiones que 
Isean capaces de originar los distintos regímenes so- 
biales. Estos, además, no permanecen idénticos a 
lo largo de su existencia, sino que por el contrario 
Siguen un proceso de formación, de desarrollo y deca- 
dencia a lo largo del cual se producen desplazamien- 
tos del poder politice y económico entre las diferentes 
fracciones de la clase dominante y en las demás cla- 
ses y capas sociales. Así ha sido en todas las forma- 
ciones sociales clasistas; la antigüedad greco-romana 
nos ofrece múltiples ejemplos de este tipo en depen- 
dencia del momento de desarrollo de ese régimen 
socio-económico: las luchas en torno a la forma de 
gobierno — monarquía y república, democracia y ti- 
ranía, etc. — , que se escenificaron en Grecia y Roma 
fueron, en sustancia, por consiguiente un reflejo de 
estos desplazamientos de intereses que daban lugar 
a ciertos cambios constitucionales. La sociedad feu- 
dal, no obstante la estabilidad que con justicia se 
le atribuye, no permaneció ajena a estos cambios; con- 
secuencia de ellos fue, precisamente, la monarquía 
absoluta que significó importantes modificaciones 
en la Constitución feudal. En cuanto al capitalis- 
mo, constituyen un tópico las grandes diferencias 
que median entre la sociedad burguesa clásica y el 
imperialismo. Todas estas transformaciones dentro 
de las formaciones sociales clasistas y en el tránsito 
de unas a otras encuentran una expresión ideológica 
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que tiende a sublimar, y por ello mismo a distorsio- 
nar, las relaciones socio-económicas y políticas que 
refleja. Asi las concepciones normativas precapita- 
listas pretendían basarse, por lo general, en la au- 
toridad divina, en ulgun motivo trascendente que 
sustraía de la voluntad de los hombres la razón del 
orden social existente. La burguesía rompió con esta> 
fundamentación teológica, pero puso en su lugarj 
una concepción "juridicista" de carácter metafísic:o| 
que solo se limitaba a utilizar nuevos procedimientc)s 
de sublimación; de lo que resulta su pretensión de\ 
representar todos los intereses sociales legítimos y j 
la consiguiente elaboración y uso de una serie de ! 
conceptos abstractos que en su expresión inmediata! 
ocultan la realidad y solo mediatamente realizan sus j 
verdaderos objetivos de dominación económica y¡ 

raciones podemosdecir que] 
la constitución como hecho normativo solo puede» 
ser comprendida en su conexión esencial con las ,\ 
relaciones socio-económicas y políticas que reprel 
senta y con la correspondiente situación de la lw- ! 
cha de clases. Le »\tfrtftaKir<7 <JHtyfi<rdwé tytvkktffo 

En tercer lugar, la Constitución puede ser consi- 
derada como forma de dominación política, o lo que 
es lo mismo, como la forma de gobierno. 

Este es uno de los conceptos de Constitución de 
mayor antigüedad y permanencia en la historia del 
pensamiento político. Surge de la reflexión sobre 
las diferentes combinaciones de hecho en el ejercicio 
de las llamadas funciones del Estado; por otra parce 
estas no se han entendido de la misma manera en las 
diferentes épocas históricas y en todos los autores. 
Es clásica en este orden la obra de Aristóteles: La 
Política (libros III y IV), que puede ser contrastada, 
a los efectos de nuestra afirmación anterior, con otro 
clásico del pensamiento burgués: Montesquieu, au- 
tor de El espíritu de las leyes. 
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/ f 31 "* 1 Aristóteles una Constitución es una ordena- 
ción de todas las magistraturas, especialmente de 
la suprema, que es el gobierno; este, a su vez, es el 
régimen. Este concepto expresa toda la complejidad 
del análisis dialéctico aristotélico: el orden de las 
magistraturas (gobierno) se distingue de la estruc- 
tura socio-económica (las clases sociales y sus rela- 
ciones recíprocas); al mismo tiempo se aproximan y 
I hasta se identifican. No en balde le resulta tan la- 
i boriosa al estagüita su generalización sobre las for- 
mas de gobierno; a una determinada estructura de 
clases corresponde una forma de gobierno, pero esta 
correspondencia admite una gran diversidad de ma- 
tices, más aún: las modificaciones en las correlaciones 
de clases pueden producirse sin que cambie, al me- 
nos en apariencia, la forma de gobierno, originándose 
así una incongruencia o contradicción lógica, por 
ejemplo: que una oligarquía gobierne democráti- 
camente o viceversa. No obstante lo anterior, Aris- 
tóteles no renuncia a una clasificación taxativa, y 
así nos dice que de los gobiernos unipersonales, so- 
lemos llamar monarquía a la que mira al interés 
común; al gobierno de unos pocos, pero más de uno, 
aristocracia; y cuando es la masa la que gobierna 
el régimen recibe el nombre común a todas las formas 
de gobierno, república. "Las desviaciones — nos dice — 
de los regímenes mencionados son: la tiranía de la 
monarquía, la oligarquía de la aristocracia, la de- 
j&nocracia de la república". 3 Montesquieu, separado 
\pov más de veinte siglos de Aristóteles y en un con- 
texto histórico totalmente diferente, resulta en teo- 
jría más comprometido y, por ello, su campo visual 
jmás restringido. Según él las formas posibles de 
jgobierno son tres: la republicana, la monárquica y 
j la despótica. El criterio de existencia de cada una 

3 Aristóteles: La Política, Libro III, cap. V, Editorial Iberia 
Barcelona, 1959, pp. 92-95. 
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de ellas viene dado por el modo de combinarse tres 
funciones específicas del Estado: la ejecutiva, la le- 
gislativa y la judicial. El ejercicio de estas funciones 
se vinculaba — según Montesquieu — "a las clases 
sociales y su consiguiente influencia política, por 
eso las denominaba poderes (ejecutivo, legislativo y 
"judicial)". El pensamiento burgués ulterior sofisticó 
'¡esta teoría suprimiéndole su contenido social al con- 
jtraponer el concepto abstracto de pueblo como suma 
r\ indiferenciada de individuos (burgueses, trabajado- 
J res, campesinos, etc.) a la aristocracia feudal. A partir 
' de aquí el criterio valoratívo de la forma de gobierno 
se convirtió en puramente jurídico y dependiente de 
la existencia formal de los tres poderes menciona- 
dos, llegándose a afirmar, por la doctrina burguesa, 
la ausencia de Constitución donde no hay triparti- 
ción de poderes. 

Por último puede considerarse a la Constitución 
como el proceso formativo del orden socio-político. 
Este, a su vez, puede ser examinado desde dos pun- 
tos de vista: 1) como aparicióh histórica de la Cons- 
titución, y 2) como el tránsito revolucionario de una 
formación socio-económica a otra. En el primer caso 
podemos afirmar que el surgimiento de la Constitu- 
ción está indisolublemente vinculado al del Estado, 
por tanto, al de la apropiación privada, individual o 
por grupos, de la producción social y a la aparición 
de relaciones políticas de dominación más o menos 
estables. Este proceso está expuesto con minucio- 
sidad en la obra clásica de Engels El origen de la 
familia, la propiedad privada y el Estado* a la cual 
nos rermtimos por completo. 

En cuanto a la Constitución como tránsito de una 
formación social a otra se significa que, al igual que 

co* -!•».,).•: ■ cpyyio frct&ó ¡or¡n>¿i,'? om 

4 Friedrich Engels. "El origen de lá familia, la propiedad 
privada y el Estado", Obras escogidas, t. III, Editorial 
Progreso, Moscú, 1974, pp. 217-352. i 



en el primer caso, este es el producto de un proceso 
histórico y que una nueva Constitución no surge 
de repente, de una sola vez; sino, por el contrario, 
se forma paulatinamente, aún cuando su gestación 
no haya comenzado en el régimen social anterior 
como fue el caso de la sociedad feudal; con más ra- 
zón cuando sus relaciones sociales se originan en 
la formación social precedente como sucedió con el ¿ j 
capitalismo. Aquí debemos tener en cuenta los rit- - 
mos del proceso histórico de acuerdo con el nivel de & 
desarrollo socio-económico alcanzado; así, por ejem- w 
pío, la conquista revolucionaria del poder político , 
no da lugar a la formación y consolidación inme- Wf 
diata de una Constitución socialista, pero el domi- X 
nio consciente de los procesos productivos y de las 
relaciones sociales acorta extraordinariamente su k 
tiempo de integración en comparación con las cons-^', 
tituciones presocialistas; basta recordar el largo pe- 
ríodo de incubación de la constitución burguesa?*- 
para tener una idea de lo que representa esta in- k\ 
tensificación del tiempo histórico. f 
Para formular un concepto de Constitución debe- 
mos hacer todavía algunas prevenciones. A partir de 
las primeras revoluciones burguesas, particularmen- 
te de la francesa y la norteamericana, las constitucio- 
nes comenzaron a asumir la forma de ley jurídica. 
Esta afirmación nuestra se aparta, por supuesto, de 
la distinción filosófico-especulativa al estilo de Cari 
Schmitt en su La defensa de la Constitución, 5 en 
que este autor se atiene a la idea — bastante difun- 
dida, por cierto — de que "Constitución y ley se dife- 
rencian por sus cualidades intrínsecas". Nosotros 
partimos de que una vez que la Constitución se ex- 
presa jurídicamente no lo puede hacer sino en la 
forma de ley, aunque se refuercen los prpcedimien- 

5 Cari Schmitt: La defensa de la Constitución, Editorial 
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tos de abrogación y modificación constitucional. La 
Constitución es, en este sentido, una ley privilegia- 
da, pero no por eso cambia su naturaleza de ser la 
expresión jurídica de los intereses de la clase domi- 
nante. Esta forma de la Constitución no surgió ayer, 
comenzó a generalizarse hace ya dos siglos y aún 
subsiste en el socialismo, por ello es difícil prescindir 
de este aspecto en su concepto. Es, sin embargo, 
r*> un craso error atenerse fundamentalmente al enfo- 
fWifque jurídico de la Constitución, como es el caso del 
la mayoría de los autores burgueses y de sus exter- ' 
, / ñas y superficiales definiciones. Hay ocasiones en 
j^Mque se quiere eludir esta ligereza apelando a la his- 
i toria, pero no para profundizar el concepto, sino 
/XV para relativizarlo como hace Manuel García-Pelayo 
*fw,en su obra Derecho Constitucional Comparado. 6 
I » Este autor pone el valor del concepto (puesto que no 
*| se trata de una historia de la teoría constitucional) 
'.V**' en función de la época histórica en que se produce, 
í revelando con ello la posibilidad de una comprensión 
f /^científica de la Constitución én cualquier circunstan- 
cia histórica. Así clasifica los conceptos de constitu- 
ción en tres grupos: racional normativo, historicista 
y sociológico, de acuerdo con la corriente ideológica 
predominante en cada momento, ubicando de paso, 
de modo totalmente arbitrario, a Marx en los con- 
ceptos historicista y sociológico alternativamente. 

Con lo antes expuesto no podemos dejar de expresar 
nuestras reservas ante una definición; no obstante, si 
estas se tienen presentes su valor teórico-metodológi- 
co es incuestionable. Así, pues, podemos decir que: 
una constitución es la expresión o el reconocimiento 
jurídico de la distribución de poder político existen- 
te en la realidad. Partiendo de esta distribución real 
de poder, expresiva de la correlación de fuerzas 



Manuel García Pelpvn- "Derecho Constitucional Compa- 



entre las clases y grupos sociales, la Constitución i 
organiza, en el orden jurídico-formal, los aspectos 
fundamentales del aparato estatal y determina los 
derechos y deberes de los ciudadanos y los princi- i 
pios por los que habrá de regirse la formación y ¿ ¡ 
vigencia de todo el ordenamiento jurídico. Una Cons- 
titución es ante todo un problema de poder político 
y solo por derivación, un problema de derecho. 

' como Q^Lm. i ftkf pfelf Kco, f¿ sJa 
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CAPÍTULO II 

El Derecho constitucional 



Constitución y Derecho constitucional 

i La Constitución como hecho socio-político se con- 
] vierte en objeto específico del Derecho a partir de la 
; época moderna. Hasta entonces la reflexión sobre 
ella había tenido un carácter preferentemente polí- 
tico o filosófico- teológico, como vimos en Aristóteles 
jo como sucedía en la Edad Media. La burguesía ma- 
jnifestó su particular contradicción con estas con- 
cepciones, en especial con la feudal, a través del 
. derecho y de la especulación jurídica. Su combate 
ideológico con el antiguo régimen partía de un fun- 
damento ético-filosófico de naturaleza jurídica que 
pretendía reivindicar los derechos inmanentes del 
hombre, conculcados en toda la historia anterior; 
sus reclamos se presentaban con el carácter de la 
necesidad natural, y por lo tanto eran universales y 
absolutos. Ni siquiera el Estado, más aún, el orden 
político en general, podían sustraerse al imperio de 
estos "derechos naturales'', simples y evidentes, que 
debían constituir la base de toda la organización 
social. Así, la primera medida de toda revolución 
burguesa era la de someter la forma de gobierno al 
régimen jurídico resultante de esos principios, ge- 
Jneralmente de una manera solemne y formal que 
'constituyera una garantía contra "todo ejercicio ar- 
bitrario de poder". 
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Se fue conformando así una doctrina y una prác- 
tica jurídica sobre los modos de actividad del Esta- 
do burgués, que terminó por dar lugar a una nueva 
rama del derecho. La Constitución se hizo jurídica, 
asumió la forma del derecho; a partir de aquí los 
criterios valorativos del pensamiento burgués se ba- 
saron casi invariablemente en este hecho. 

Como resultado se produjo un consenso doctri- 
nal en el sentido de que el régimen constitucional 
había nacido con la sociedad burguesa. 

Esto no condujo, sin embargo, a una conciencia 
historicista, porque para la burguesía, como para 
todas las clases explotadoras, la historia terminaba 
con ella misma o tenía por meta final su propia im- 
plantación. De aquí que consideiara que su régi- 
men social significaba el triunfo final del Derecho, 
y que este, a su vez, fuera tenido por una especie de 
entelequia, de forma inapelable que debía decidir 
sobre todas las esferas de la existencia humana. Se 
absolutizaron las funciones jurídicas del Estado, 
que en lo sucesivo fueron llamadas poderes del Es- 
tado, estos se concebían de manera "puramente "ju- 
rídica, carentes de todo contenido social o identidad 
personal, determinados, en última instancia, por el 
Derecho "en sí mismo" que se convertía, de este 
modo, en el regulador de todo el régimen estatal. 
\ No tuvo que transcurrir mucho tiempo para que la 
hueva "práctica constitucional" evidenciara el signifi- 
cado clasista del régimen de derecho y su subor- 
dinación inevitable a las conveniencias políticas de 
la clase dominante. Mientras la burguesía no pudo 
resolver en la práctica la concepción formal de sus 
'derechos universales" a todos los ciudadanos, divi- 
dió a estos en ciudadanos de primera, segunda y 
hasta de tercera categoría! Cuando pudo darle so- 
lución formal a este problema ya la concepción filo- 
sófica que lo había fundamentado} estaba envejecida 
y comenzaba la búsqueda de nuevos fundamentos 
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ideológicos; por supuesto, dentro de los propios mar - 
eos burgueses. 

| De lo anterior no debe concluirse que la naturale- 
1 za y el carácter jurídico de la Constitución aparecen 
con el Derecho constitucional. El Estado y el Derecho 
son fenómenos coetáneos en su origen histórico. De 
una u otra manera las decisiones socio-políticas de 
la clase dominante más significativas para el modo 
1 de producción han alcanzado siempre una expre- 
Isión normativa (jurídica), en tanto se proponen el 
^resguardo de una realidad de modo previsible. No 
obstante, el aspecto jurídico de la Constitución pasó 
inadvertido en mayor o menor grado para los pen- 
sadores precapitalistas por razones históricas defi- 
nidas dependientes de las estructuras de dominación 
preburguesas. 

f El Derecho es, para la clase dominante, un medio 
de control de las relaciones sociales y, por consi- 
guiente, también de la actividad estatal sobre esas 
relaciones; pero el alcance, complejidad y formas de 
organización de los Estados preburgueses se dife- 
rencian cualitativamente del Estado capitalista. 

En los primeros, la relación dominante-dominado se 
| expresa de una manera directa, inmediata y perentoria 
(amo-esclavo; señor-siervo), mientras que en el Estado 
capitalista esta relación se encubre por numerosas 
mediaciones, empezando por la más importante: la pu- 
ramente mercantil. De aquí el interés de la burgue- 
sía por reforzar el aspecto jurídico de las funciones 
estatales, y que esto diera origen a una disciplina 
jurídica especial, el Derecho constitucional. 

Orígenes históricos del Derecho constitucional 

De lo expuesto se infiere que el Derecho constitu- 
cional no pudo surgir sino como consecuencia polí- 
tico-jurídica de las revoluciones burguesas; sin 



embargo, "toda nueva teoría, aunque tenga sus raí- 
ces en los hechos materiales, económicos, empal- 
ma, al nacer, con las ideas existentes". 7 

i Así, el pensamiento burgués hizo remontar, re- 
trospectivamente, su propio punto de vista a ante- 
cedentes doctrinales que, en rigor, solo forzadamente 
tenían que ver con su "juridicismo". Las clases de las 

' sociedades de explotación suelen buscar sus "justi- 
ficaciones" en el pasado; y más precisamente, en las 
ideas de ese pasado. Para la burguesía los funda- 
mentos del constitucionalismo provienen del "pacto 
social" de los "derechos naturales", de la "precedencia 
¡de la comunidad sobre el príncipe", etc. , y, por consi- 
guiente, se tratan de ubicar lo más lejanamente po- 
sible esos temas. En realidad, el medioevo no podía 
engendrar una concepción jurídica del Estado por 
razones ideológicas y estructurales: el predominio 
religioso y la dispersión del poder político (su no 
centralidad). Pero en cambio dio lugar, a partir de 
las pugnas de poder, a teorías y situaciones que 
pudieron ser posteriormente utilizados con una 

jiueva perspectiva. 

t Las leyes constituyeron un motivo importante de 
jla reflexión medieval. Pero su sentido más corriente 
¡y fundamental no era el sentido jurídico que noso- 
j tros le atribuimos al término. La ley era, ante todo, 
una especie de emanación de la razón divina que 
encarnaba en las distintas esferas jerarquizadas de 
la existencia; entre ellas, la de la vida humana. Ese 
era su significado, por ejemplo, en Tomás de Aqui- 
no ( 1 2 1 5- 1 274) , para el cual la ley natural y la ley 
humana derivaban directamente de la ley eterria 
(summatheológica, cuestión 90). Tal interpretación 
tenía, por una parte, la rigidez del dogma eclesiásti- 
co; pero también la laxitud de la imprecisión. Por 
I, A i ü , \ ' t" n -\n 

'MX ;"">•■-,,-'; : .'.-.'.U¿ I S" ' ': ■ 
7 Fríedrich Engels: Anti-Dühring, Ediciones Pueblos Uni- 
dos, S. A., Montevideo, 1961, p. 25. 
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ello, en el siguiente pasaje de Juan de Salisbury: 
*Entre un tirano y un príncipe existe esta diferen- 
cia única o principal: que el último obedece a la ley 
y gobierna al pueblo de acuerdo con sus dictados, 
considerándose como mero servidor suyo" (Policra- 
ticus, IV, I), y fhás adelante habla del "estableci- 
miento de la ley con arreglo al modelo de la equidad 
(IB IV, VII). ¿Qt^ significa obedecer la ley. Y, ¿qué 
entender por ÁbdeWde equidadPEl sentido sub- 
versivo, actuaMbotefaicial de esta vertiente del pen- 
samiento me$|$ral tjuvo exponentes notables que 
fueron utilizadas como fuentes o antecedentes por 

la burguesía. ¡1* ... , _ 

Es el caso, p¿ftimericionar uno, de Marsüio de Pa- 
dua (1275-?), que h¿o la más consecuente exposi- 
ción, en el ámfctto pqlítico-social, de la teoría de las 
dos verdades: la revelada y la filosófica. "La verdad 
de la religión" -felice— atañe solo a la "vida futura", 
posterior a la r¿uerte: por tanto, ella debe subordi- 
narse plenamente a la autoridad política en los asun- 
tos presentes.! |¿Y cu&l es la procedencia del poder 
político? "El legislador o causa eficiente primera y 
verdadera de lsífey ejs el pueblo o la totalidad de los 
ciudadanos o íá paiíte de más valor de aquel, que 
manda y decide por elección o voluntad propia en 
luna reunión general, de los ciudadanos" (Marsilio 
j "Defensor de la' paz"[ I, XII, 3). Marsilio de Padua 
| preanunciaba de este modo lo que sería uno de los 
más importantes elementos de la concepción jundi- 
1 ca del Estado: lá soberanía popular. 

El Derecho constitucional en Inglaterra 

1 

En Inglaterra, pomo en ningún otro país, el apego a 
la tradición formal y externa ha creado la ilusión de 
una continuidad poKtico-jurídica sin interrupciones 
fundamentales en materia constitucional. Así, fre- 
cuentemente se considera que la tradición consti- 
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/tuciorial en ese país se remonta a la Edad Media, y 
se mencionan, como punto de referencia, los 57 otor- 
gamientos de la Caria Magna (1215) del Rey Juan. 
Estos, en realidad, están muy lejos de poseer el senti- 
do del moderno Derecho constitucional; más bien re- 
presentan, en cierta medida, su negación, en tanto 
constituyen una concesión o gracia del rey a su 
nobleza; y para el caso no importa que esta le haya 
sido impuesta. Sin embargo, la relación de derechos 
otorgados a los distintos estratos del orden feudal va 
precedida de una declaración abstracta de sus des- 
tinatarios: la Iglesia y "todos los hrmbres libres del 
reino" (Carta Magna, I y II). Agréguense a esto al- 
gunos reconocimientos de tipo burgués, como los 
contenidos en los otorgamientos XXXVII, XXXIX y 
XLVI sobre libertad de comercio y garantías procesa- 
les, y se comprenderá por qué este documento pudo 
alcanzar un uso ideológico distinto al de su origen. 
Algo similar ocurrió con el alzamiento encabezado por 
el duque Simón de Monfort a mediados del siglo xm, 
que obligó a Enrique III a aceptar la legitimidad y 
carácter representativo del Consejo "rebelde". De aquí 
surgió, en su aspecto formal, el Parlamento con sus 
dos cámaras: la de los lores y la de los comunes. 
" Los verdaderos antecedentes del Derecho consti- 
tucional moderno en Inglaterra datan de los comien- 
zos del desarrollo capitalista en ese país. Los 
desequilibrios económicos que originó determina- 
ron el inicio de la crisis política del régimen corpo- 
rativo medieval. 

La expansión productiva y comercial, con sus con- 
siguientes cambios estructurales y la necesidad de 
una expresión única del poder político en lo interno y 
lo exterior, plantearon el dilema inevitable del lugar 
en que debía producirse la indispensable concentra- 
\ ción de la autoridad. La primera respuesta práctica a 
leste problema la dio Enrique VIII al nacionalizar la 
Iglesia y ejercer, de hecho, un poder casi ilimitado. 
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j Pero este poder fue ejercido por Enrique VIII bajo la 
cobertura del Parlamento, al que se remitía para le- 
gitimar su conducta; claro que se trataba de un par- 
lamento sometido por las circunstancias y la 
personalidad avasalladora del rey, pero de todas ma- 
neras quedaba el precedente que, al parecer, refor- 
zaba la tradición. Es natural que esta situación 
originara un intenso debate sobre los fundamentos 
y la estructura del poder político del reino. 
. Se entendía entonces por Parlamento la reunión 
de los factores corporativos de poder: el rey, la Igle- 
1 sia, la nobleza y los "comunes". En tanto cada uno 
/ de estos factores representaba tradicionalmente un 
"estamento", sus funciones no podían quedar claras 
en un sistema de gobierno centralizado. En la Ingla- 
1 térra medieval, cuyas formas pervivían en el siglo xvi, 
\ la justicia era impartida en dos planos principales: 
l por los "tribunales de prerrogativa" (designados por 
| el rey) y por los "tribunales del common lauf (resul - 
itantes del equilibrio parlamentario). ¿Cómo resolver 
jesta duplicidad cuando la disolución fáctica de los 
j estamentos exigía un sistema judicial único? Fue este 
j problema, pocas décadas después de Enrique VE, el 
¡ que motivó la sorda polémica entre el justicia mayor 
Sir Edward Coke y Jacobo I. Este sostenía, en favor 
de los tribunales de prerrogativa, que el rey no podía 
subordinarse a ninguna otra instancia y que, por lo 
tanto, tenía derecho a impartir su propia justicia. 
Sir Edward Coke afirmaba, por el contrario, que el 
common law constituía un sistema especializado de 
conocimientos por cuya aplicación secular se cons - 
tituía el reino mismo, por lo tanto todo en él (incluso 
el rey) le estaba subordinado y solo podían actuar , 
como instancias supremas suyas, las cámaras par- 
lamentarias. 

El mismo problema se presentaba respecto a la 
legislación. Se había establecido la costumbre de 
que para las leyes más importantes (los llamados 
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¡estatutos) el rey requiriera la aprobación del Parla- 
mento. Pero esto no significaba que este tuviera la 
autoridad legislativa exclusiva. También el rey, a tra- 
jvés de sus proclamaciones y ordenanzas, legislaba, y 
esto parecía muy natural. Sin embargo, no lo pare- 
ció más cuando las exigencias del desarrollo capita- 
lista requirieron una certidumbre jurídica. 

Esta situación ambigua e imprecisa en la delimi- 
jtación de las competencias — que no lo era bajo el 
régimen estamentario — , terminó por provocar la 
ponfrontación entre el rey y el parlamento en época 
de Jacobo I. En 1628 las cámaras impusieron al 
rey la Petición de derechos que recordaba — como 
jera habitual en el derecho estatutario — que no se 
■podían establecer tributos sin el consentimiento del 
parlamento y que nadie podía ser detenido y juzga- 
do sino bajo la ley ordinaria. En 1640 estalló de 
nuevo el conflicto con el pretexto de la forma en que 
manipuló Carlos I la invasión del ejército escocés y 
la crisis económica actuante. 

j Al año siguiente el parlamento aprobó la "Gran 
protesta" que exigía que los consejeros y ministros 
X del rey tuvieran la confianza de los comunes. En 1 642 
las "Nueve proposiciones" reclamaban que todos los 
I asuntos importantes del reino fueran discutidos y 
aprobados en el parlamento; y con ello se desencade- 
nó la guerra civil que culminó en 1 649 con la ejecu- 
ción del rey y la proclamación de la república. En este 
período y durante el interregno republicano ( 1 649- 
| 1660) se produjo uno de los debates políticos más 
| ricos e importantes de la Europa de entonces, con 
¡ interés duradero para la evolución ulterior del Dere- 
cho constitucional. Pero no fue hasta la llamada "Re- 
volución gloriosa" de 1 689 que se crearon las formas 
constitucionales que posibilitaron el desarrollo pos- 
terior de la Constitución inglesa hasta hoy. 

La resistencia de Jacobo II ( 1 685- 1 689) a actuar 
conforme a las expectativas políticas resultantes de 
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la revolución de 1640, llevó a los dos grupos parla- 
mentarios (tories y whigs) que se habían formado 
como consecuencia de ese proceso, a pedir la inter- 
vención del estatúder de los Países Bajos, Guiller- 
mo de Orange, cuya esposa era hija de Jacobo. El 
rey huyó y con ese motivo el Parlamento proclamó 
vacante el trono. El acta correspondiente y la coro- 
nación de Guillermo y María significaron la liqui- 
dación oficial de la doctrina del Derecho divino y la 
proclamación del carácter contractual del gobierno 
del reino, que en lo sucesivo no podría actuar por 
motivos nobiliarios o dinásticos, sino sobre la base 
de los intereses de la nación (de la burguesía ingle- 
lía) .'Los fundamentos ideológicos de la nueva Cons- 
titución política quedaron expresados en la obra de 
John Locke Ensayo sobre el gobierno civil, a la que 
nos referiremos posteriormente. Quedaba así des- 
pojado el camino para el desarrollo ulterior de las 
instituciones constitucionales de Inglaterra. 

El Derecho constitucional en Francia 

El desarrollo del Derecho constitucional francés no 
tuvo la apariencia de continuidad que caracterizó al 
inglés, el que se formó paulatinamente y siempre con 
un carácter abierto; de aquí que, aunque este último 
contiene múltiples estatutos parlamentarios , se le con- 
sidere modelo de derecho consuetudinario. La Cons- 
titución inglesa se fundamenta en una valoración 
ideológica positiva de la tradición y de lo histórico. Por 
I el contrario, el derecho constitucional francés se for- 
jmó casi de golpe con el triunfo de la Revolución de 
i 1789, como consecuencia de un debate sostenido alo 
jlargo del siglo en el que los representantes de la bur- 
Iguesía asumieron la más despiadada actitud crítica 
respecto a la tradición. Su fundamento ideológico con- 
sistía en la creencia- de que la sociedad podía ordenar- 
se de acuerdo ala razón, de una solavezy para siempre^ 
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Esta fue la lógica que determinó el carácter de los 
documentos constitucionales de la revolución, a 
partir de la apertura de los Estados Generales por 
^ Luis XVI (5 de mayo de 1 789) y de la proclamación 
) jdel Tercer Estado primero como Asamblea Nacional 
1 17 de junio) y después como Asamblea Constituyen- 
jte (9 de julio). El 26 de agosto de 1789 la Asamblea 
aprobó, sobre el modele norteamericano de 1776, 
la Declaración de los derechos del hombre y del 
ciudadano, poniendo, casi de una vez, los funda- 
mentos del Derecho constitucional burgués ulterior. 

Los derechos constitucionales 

iLa burguesía encontró el motivo ideológico subver- 
sivo que necesitaba, frente al orden feudal, en la 
teoría del derecho natural. Este se gestó y conformó 
jsn el primer período de desarrollo del capitalismo; 
inicialmente en conexión con el Renacimiento, como 
una reafirmación de la persona humana. La noble- 
za feudal veía su propio orden como necesario y lo 
creía, por ello mismo, eterno, emanado de una vo- 
luntad superior; el lugar de cada uno en el sistema 
de jerarquías de la sociedad resultaba predetermi- 
nado por esa necesidad impuesta a los hombres. A 
ésta concepción opuso la burguesía su afirmación 
qel carácter "artificial'' de las instituciones políticas 
y sociales, en el sentido de que estas eran creadas 
por los hombres como responsables de su propio 
destino. Este punto de vista llevaba, lógicamente, a 
Considerar al individuo, en su abstracción genérica 
de ser humano, como anterior a todo poder social, 
éstamentario o corporativo, que lo constriñera en 
sus posibilidades "naturales". Había que idear, por 
lo tanto, una teoría de esos supuestos derechos na- 
*turales, y esta fue encontrada en el reflejo ideológi- 
co de las exigencias económicas y sociales del 
capitalismo en desarrollo. ? 5 | 
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La teoría de loé 1 derechos naturales encontró su 
contraparte inevitable en la del contrato social. Si 
los hombres tenían derechos anteriores a la sociedad ! 
misma, entonces esta no podía ser sino el producto j 
de un pacto entre ellos; 

Para comprender bien en qué consiste el poder 
político y para remontarnos a su verdadera fuen- i 
te, sería forzoso que consideremos cuál es el esta- 
do en que encuentran naturalmente los hombres, j 
a saber, un estado de completa libertad para j 
ordenar sus actos, y para disponer de sus pro- ! 
piedades y de sus personas, sin necesidad de 
pedir, permiso, y sin depender de la voluntad de . 
otra persona. Es también un estado de igual- l 
dad dentro del que todo poder y toda jurisdic- | 
ción soií recíprocos, en el que nadie tiene más í 
que otro, puesto que no hay cosa más evidente ¡ ¡ 
que el que seres de la misma especie y de idénti- j 
co rango, nacidos para participar sin distinción 
de todas las ventajas de la naturaleza y para 
servirse de las mismas facultades, sean también I 
iguales entre ellos, sin subordinación ni some-j' 
timiento. 8 

En este fragmento de Locke se expresan algunas 
ideas fundamentales del derecho natural: 1) el ca- 
rácter inmanente al hombre de la libertad como de- i 
recho personal; 2) la igualdad de todos los hombres 
como ausencia entre ellos de rangos debidos a la 
naturaleza; 3) la autonomía de la voluntad de cada 
individuo frente a los demás. ¿Cómo se constituye! 
entonces la comunidad política? 

Siendo, según se ha dicho ya, los hombres libres, 
iguales e independientes por naturaleza, ningu- 
no de ellos puede ser arrancado de su situación 

8 John Locke: Ensayo sobre el gobierno civil, cap. II, epíg. 4, 
Editorial Aguilar, Buenos Aires, 1963, p, 31. 
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y sometido al poder político de otros sin que 
medie su propio consentimiento. Este se otorga 
mediante convenio hecho con otros hombres de 
juntarse e integrarse en una comunidad destina- 
da a permitirles una vida cómoda, segura y pa- 
cífica de unos con otros, en el disfrute tranquilo 
de sus propios bienes, y una salvaguardia ma- 
yor contra cualquiera que no pertenezca a esa 
comunidad. 9 

El poder político se constituye por el consenti- 
miento de los gobernados, luego entonces no sola- 
mente no puede violar los derechos de estos, 
anteriores a su propia existencia, sino que debe ga- 
rantizar su seguridad, y muy especialmente la de 
los "propios bienes". ¿Cómo fundamenta Locke la 
propiedad como "derecho natural" junto a la liber- 
tad y la igualdad cuando aquella presupone una 
diferencia muy tangible entre los hombres? Aquí 
comienza la fábula burguesa del trabajo como ori- 
gen de toda riqueza; según Locke, Dios hizo el mundo 

. . . para que el hombre trabajador y racional se 
sirviese del mismo... Quien ve que le han dejado 
para su beneficio tanto como lo que otros han 
tomado, no tiene por qué quejarse, no tiene por 
qué reclamar lo que ya otro ha beneficiado con 
su trabajo... 10 

Hay una sociedad anterior a la comunidad políti- 
ca — nos dice Locke — que por lo tanto ostenta un 
carácter natural 

La primera sociedad fue la que se estableció en- 
tre el hombre y la mujer como esposa; de ella 
nació la sociedad entre los padres y los hijos, y 
1 esta dio origen, andando el tiempo, a la socie- 

9 Ibídem, cap. VIII, epíg. 95, p. 119. 

10 Ibídem., cap. V, epíg. 33, pp. 59-60. 
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«tr~ el amo v los servidores suyos... 

dX^yhastaunarestriccxon lallbe - 
tad para otros. 11 

de matices, a todos los i^ecaog Rosseau i Q es nc 
tración. 

porque se fP^f^^S de su obra el carác- 

las más diversas tendencias ■ importan 
Los documentos constituyóles m p^ 

tes de la época moderna, f^^^^ comienzos 
se había venido elaborando des ^esus io 
constituyen ei producto de las^andes ¿ 

nes burguesas de los «Jg^^Ssg. las D< 
¿éreoste ^^^f^ndenda de 1 
duraciones de derechos ; y ac * De clart 

tienen sus puntos comunes 

claraciónde 1793: 

El mieblo francés, convencido de que el olvid 
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Ho ha resuelto exponer, en una Declaraci 
tSen^esíos derechos sagrados e maUenaW, 
TtoSe que todos los ciudadanos, pudien 



» Ibidem, cap- VII, éplg- 77, p. 101. 



constantemente comparar los actos del gobier- 
no con el objeto de toda institución social, ja- 
más se dejen oprimir y envilecer por la tiranía; 
a fin de que el pueblo tenga siempre ante los 
ojos las bases de su libertad y de su felicidad; el 
magistrado, la regla de sus deberes; el legisla- 
dor, el objeto de su misión. 

El artículo 1 nos dice: "El gobierno está instituido 
para garantizar al hombre el goce de sus derechos 
naturales e imprescindibles"; y el artículo 2: "Estos 
derechos son: la igualdad, la libertad, la seguridad 
y la propiedad". La mayor parte del resto del articu- 
lado (35 artículos) desarrolla, en lo fundamental, 
esos derechos en sus aspectos políticos, adminis- 
trativos, civiles, judiciales y culturales. 

No en balde la Declaración se llama De los dere- 
chos del hombre y del ciudadano en tanto consi- 
deraba que los derechos del ciudadano no podían 
ser sino una derivación de los del ente natural que 
lo precedía: el hombre. El carácter progresista y re- 
volucionario de la Declaración es incuestionable; sin 
embargo, ninguna declaración vale por sí sola, por- 
que su valor fundamental está en el contexto de su 
aplicación, y este era, como veremos más adelante, 
limitadamente burgués. \ 

La división de poderes m 1 y 

El origen de este aspecto del constitucionalismo mo- 
derno estuvo en las necesidades tácticas de las rei- 
vindicaciones políticas de la burguesía frente a la 
monarquía y la nobleza feudal. Hemos visto su 
expresión en la Revolución Inglesa a través del con- 
flicto entre el Parlamento y el Rey. Este alcanzó cierto 
valor teórico en la obra de John Locke. Pero fue en 
El espíritu de las Leyes del barón de Montesquieu 
donde obtuvo una consagración doctrinal. A su 
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exposición está dedicado el Libro XI de dicha obra: 
De las leyes que forman la libertad política en sus 
relaciones con la Constitución. En el título mismo 
del libro mencionado se ve como vincula el autor su 
teoría de los tres poderes con la libertad política; de 
aquí que comience con esta última, intentando de- 
finirla primero negativamente y después de manera 
positiva. Montesquieu nos dice lo que no es la liber - 
tad, excluyendo de ella el derecho a la determina- 
ción individual independiente: 

En un Estado, es decir, en una sociedad que 
tiene leyes, la libertad no puede consistir en otra 
cosa que en poder hacer lo que se debe querer y 
en no ser obligado a hacer lo que no debe que- 
rerse... 12 

Es necesario distinguir lo que es independencia 
de lo que es libertad. LaJib_erJiad_e^^L^ 
de hacerJo-que4afh^leye8-peEnaitan; y si un ciu- 
dadano pudiera hacer lo que las leyes prohi- 
ben, no tendría más libertad, porque los demás/ 
tendrían el mismo poder. 13 

Así, para Montesquieu, la libertad es la sumisiói 
a la ley, la adecuación rigurosa de la conducta a sussi 
disposiciones. Pero esto no se asegura por la mera 
existencia de una forma de gobierno; porque, nos 
dice, la tendencia a la extralimitación y al abuso 
pertenece a la esencia del ejercicio del poder y la 
autoridad. La democracia, por ejemplo, no garantiza 
por sí misma que un Estado sea libre. ¿Dónde radica 
entonces la posibilidad de realización de la libertad 
política? "Para que no se abuse del poder, es necesa-í 
rio que le ponga límites la naturaleza misma de las; 
cosas. Una Constitución puede ser tal, que nadie seai , 



L 

B Charles Louis de Montesquieu: Del espíritu de las leyet 

Libro XI, cap. III, Buenos Aires, 1942, pp. 206-207. 
13 Ibídem, p. 207. 
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obligado a hacer lo que la ley no manda expresa- 
mente ni a no hacer lo que expresamente no prohi- 
be". ¿Cuál es esa Constitución? "Todo Estado — nos 
dice — tiene un mismo objeto: sU propia conserva- 
ción; pero, además, cada uno tiene también su ob- 
jeto propio. Había un Estado en el mundo, según 
Montesquieu, que tenía por objeto ]a libertad políti- 
ca: Inglaterra''. 14 Esta predilección, esta elección de 
ejemplo, ya denuncia su interés político. Hay que 
decirlo así porque el pensamiento burgués poste- 
rior llegó, por la vía de la abstracción jurídica, a 
prescindir, al menos en sus motivaciones inmedia- 
tas, de los claros fundamentos sociales de la doctri- 
na de Montesquieu. 

Para este no se trataba de un equilibrio abstracto 
emergente de la naturaleza de los hombres, sino de 
una división de la sociedad en clases que debía ser 
tomada en cuenta en el orden político para evitar 
las aberraciones de la forma de gobierno. La teoría 
de la tripartición de poderes no fue otra cosa en sus 
orígenes. 

Montesquieu distingue tres funciones fundamen- 
tales del Estado: 1) hacer las leyes, 2) administrar 
de acuerdo con ellas, y 3) aplicarlas judicialmente. 
La importancia de cada una de estas esferas le hace 
ver , en su ejercicio separado, un verdadero poder; y 
de aquí precisamente se consagra la terminología 
de los tres poderes del Estado: el legislativo, el eje- 
cutivo y el judicial. El carácter de ficción jurídica de 
este punto de vista destinado a posibilitar la reali- 
zación de un compromiso político-social considera- 
do imprescindible, resulta evidente en la lectura del 
capítulo siguiente: 

No hay libertad si el poder de juzgar no está 
bien deslindado del poder legislativo y del po- 
der ejecutivo. El poder judicial no debe dársele 

14 Ibídem, cap. IV, p. 207. 
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j a un Senado permanente, sino ser ejercido por 
/ personas salidas de la masa popular, periódica 
I y alternativamente designadas . . . Es necesario 
I también que los jueces sean de la condición del 
acusado, sus iguales... Esto quiere decir que el 
poder legislativo debe confiarse a un cuerpo de 
nobles, al mismo tiempo que a otro elegido para 
representar al pueblo. Ambos cuerpos celebra- 
rán sus asambleas y tendrán sus debates sepa- 
radamente, porque tienen miras diferentes y sus 
intereses son distintos... El supremo poder eje- 
cutor debe estar en las manos de un monarca, 
por ser una función de gobierno que exige casi 
siempre una acción momentánea y está mejor 
desempeñada por uno que por varios. . . . 15 

Montesquieu construye su teoría de los tres pode- 
jres sobre bases sociales y políticas muy definidas y 
concretas en su época. Toda su elaboración de de- 
jtalle sobre las atribuciones y funciones de estos po- 
deres muestra claramente, tras la abstracción 
teórica, el interés político inmediato. Pero, por ello 
mismo, su doctrina, tal como se presentaba, tenía 
que resultar altamente polémica y alcanzar solo un 
valgr transitorio o, en todo caso, simbólico. 
\ El compromiso a que aspiraba Montesquieu iba 
¡contra el proceso histórico; había sido practicable en 
ka Inglaterra revolucionaria del siglo anterior, pero te- 
mía casi un carácter utópico en la Francia borbónica 
jdel xviii. Sus soluciones no satisfacían a nadie: 
■despertaban los resentimientos de la nobleza y apare- 
¡cían cada vez más como una ilusión o una ingenui- 
jdad a los ojos del tercer estado. Y, no obstante, la 
¡obra de Montesquieu llegó a convertirse en una de 
/las fuentes principales del derecho político burgués. 
¿Cómo fue esto posible? Ya lo hemos apuntado: el 

19 Ibídem, cap. VI, pp. 209, 211, 212, 214, 215. 



pensamiento burgués despoja en apariencia sus 
jbropias ideas de todo contenido clasista y se pre- 
senta como la expresión universal de los intereses 
Sociales; y así se hizo con la doctrina política de 
Montesquieu. La división de poderes, concebida para 
¡buscar un equilibrio en la participación política de 
jclases en pugna, devino una "panacea" para resolver 
i los conflictos potenciales entre supuestos hombres ábs- 
| tractos, vistos a través de un prisma psicológico y 
I despojados de sus determinaciones sociales. Así, la 
¡Declaración de derechos del hombre y del ciuda- 
\dano, que consideraba al pueblo como sujeto del 
Ipoder político, afirmaba: "Tada sociedad en la cual 
[la garantía de los derechos po está asegurada, ni 
•determinada la separación de los poderes, carece de 
Constitución" (Artículo 16, 1789). 

i 

Apreciación crítica de los valores constitucionales 
de la burguesía t 

El pensamiento burgués parte de considerar al in- 
dividuo como un ente autónomo y suficiente que 
solo se relaciona con los demás externamenté. El 
fundamento de esta relación es la esencia humana, 
entendida como el conjunto de las determinaciones 
que se repiten en todos los hombres por igual. La 
historia resulta, de este modo, transcurso externo 
del tiempo respecto a la esencia invariable del hom- 
bre; por eso los valores burgueses se fundan, ade- 
más de en un acentuado individualismo, en una 
interpretación anti-dialéctica que le hace ver en sus 
propias proposiciones la expresión de una "natura- 
leza humana eterna". 

\"' La raíz de estas concepciones, los fundamentos 
jdel individualismo burgués, emergen de la estruc- 
Itura misma de la producción capitalista. La apro- 
piación privada de una producción que, por sus 



propias características, tiende a ser cada vez más 
social, llevaba a que el poseedor de bienes apareciera 
por sí mismo con esa calidad ante el resto de la socie- 
dad, como si se tratara de un hecho natural. Así 
Locke, en el primer esbozo moderno de una teoría 
del valor, consideraba la propiedad como una mera 
prolongación física del propietario. Por otra parte, 
el enfrentamiento impersonal de los propietarios de 
mercancías a través de los mecanismos desconoci- 
dos del mercado y de la oferta y la demanda crea la 
impresión de que el intercambio es un acto comple- 
tamente libre y natural, despojado de toda determi- 
nación social. L^L^ú^M &4fC*s}>y\ 'M 
El universalismo burgués, que parte de una su- | 
puesta naturaleza humaría concebida sobre la idea i 
de un hipotético hombre natural, tenía que alean- | 
zar una expresión formalista y abstracta que pres- ] 
cindiera del contenido mismo de las relaciones '¡ 
sociales. De esta manera la libertad y la igualdad, la 
fraternidad y la tolerancia, el contrato y la propiedad 
aluden a aspectos puramente formales de las rela- 
ciones sociales, con abstracción de sus condiciones , 
de realización, consideradas inmutables y pertene-/ 
cientes a la esencia misma del ser humano. En esteí 
sentido la libertad es entendida como la plasmacióni 
y garantía de los marcos formales necesarios a la 
producción capitalista: la posibilidad de disponen 
de los bienes propios con fines lucrativos a través del 
la industria o el comercio, o para el simple goce perj 
sonal; la posibilidad de disponer incluso de la prov 
pia persona sin ninguna limitación social o jurídicai 
como sucede con la esclavitud o la servidumbre, que 
representa un obstáculo a la más esencial de las 
operaciones capitalistas: la compra-venta de la fuerza, 
de trabajo, que aparece también como acto plena-l 
mente libre en tanto el obrero puede preferir, por] 
ejemplo, no trabajar y morir de inanición. Las liber- j 
tades de expresión, reunión y asociación aluden a 
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un individuo abstracto al que se supone sujeto pleno 
de estos derechos, con independencia de sus posibili- 
dades reales para ejercerlos: sus mismas definiciones 
'tienden a encubrir las condiciones económico-sociales 
Jy, por tanto, a considerar que emergen de un orden 
| natural eterno. 

La igualdad, como uno de los más importantes 
valores del pensamiento revolucionario burgués, tie- 
ne una doble motivación histórica y estructural del 
desarrollo del capitalismo: la lucha contra los privi- 



í i iuv .5 > \ legios nobiliarios y feudales impuestos expresamente 
, ; ; por un ordenamiento ético-jurídico y religioso que 
¡ %c ; t consideraba estas desigualdades como provenien- 
I i K (Mí! :e f de una voluntad superior o extrahumana; y la 
[| « ) > 1 1 ^Sencia del modo de producción capitalista de que 
K , c - , os poseedores de mercancías (incluyendo entre es- 
Sq\ \ as la füerza de trabajo) puedan enfrentarse en el 
| íf « nercado sin otra subordinación que la proveniente 
¡ * i le la relación económica. En ambos casos se trata 
j .ÜQrv, de una reclamación formal que, en el primero de 
í-í i V jilos, tenía por consecuencia la eliminación de des 



i gualdades que resultaban cada vez más anacróni- 
cas. La contradicción inherente a la reivindicación 
' ie una igualdad jurídica que no resolvía las dife- 
encias reales de una sociedad clasista, no pasó en- 
teramente inadvertida para los ideólogos más 
Radicales del período. 
jTambién las consignas de fraternidad y toleran- 
cia tuvieron sus fundamentos objetivos en las nece- 
sidades de la economía burguesa. Las persecuciones 
religiosas, las intransigencias y la marginación so- 
J cial por motivos confesionales y de creencias resul- 
taban incompatibles con las manufacturas y el 
j comercio. Recordemos que ya desde el siglo xvi Bo- 
i diño protestaba por los antagonismos religiosos que 
| amenazaban la unidad del reino y preterían la iden- 
) tificación nacional a las banderías sectarias. , * 
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La actividad mercantil capitalista no puede, por 
su misma naturaleza, supeditarse a prejuicios discri- 
minatorios, hacer distinciones onerosas entre un 
judío y un cristiano, un protestante y un católico. En 
todo caso, la reaparición oficial y oficiosa de la intole- 
rancia y el racismo en la evolución posterior de la 
sociedad burguesa se produjo en un contexto históri- 
co diferente al de su primera época revolucionaria. 

Si el individuo era el protagonista de la historia 
humana; si la sociedad era un conglomerado de áto- 
mos independientes entre sí que solo encontraba 
su unidad en la comunidad política y el Estado ar- 
tificialmente creados, entonces todo compromiso que 
significara una obligación tenía que surgir de una 
previa y expresa manifestación de voluntad, de un 
pacto. De aquí la universalidad que se le atribuyen 
al contrato y la propiedad como los hechos más pri- 
marios y elementales de toda sociedad. Estos son 
los raseros de toda medida y valoración: de los orí- 
genes de la vida social, las formas de gobiernos, las 
causas de la opresión y la libertad. Todas las críti- 
cas al absolutismo monárquico y al gobierno tiránico 
encontraban su explicación en los "fundamentos 
contractuales'' de la sociedad, en los derechos "na- 
turales e imprescriptibles" del hombre, en primer 
lugar, el de propiedad. 

El surgimiento del capitalismo provocó la decaden- 
cia de la ideología pro burguesa, abriendo con ello un 
período de crisis de fundamentación de los valores. 

A las relaciones de dependencia personal y rigu- 
rosa sujeción jerárquica preconizadas por el feuda- 
lismo, la burguesía oponía consignas de libertad, 
igualdad y fraternidad. Pero, ¿cómo argumentar la 
posibilidad y conveniencia de valores que debían 
alcanzar una realización colectiva cuando se partía 
del individualismo más radical; cuando se conside- 
raba que el hombre individual era la única fuente 
válida de todo derecho? ¿Cómo fundamentar la 
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excelencia del respeto recíproco, los altos valores del 
ser humano, si estos, en definitiva, no tenían una 
base supraindividual, si la búsqueda y la realiza- 
ción de la felicidad resultaban un asunto estricta- 
mente personal? Sí, la práctica histórica y su 
expresión teórica de una nueva clase — el proletaria- 
do — podría encontrar respuesta a estos problemas. 

Concepto de Derecho constitucional 

Para formular un concepto de Derecho constitucio- 
nal debemos considerar, a partir de lo anteriormen- 
te expuesto, los siguientes aspectos: 

• El carácter moderno del Derecho constitucional 
solo pudo surgir cón la formación del Estado 
Nacional burgués. ¡ 

• Al hacer del Estado y de los derechos funda- 
mentales de los ciudadanos su objeto principal, 
el Derecho constitucional se convierte en una 
rama "privilegiada'' del ordenamiento jurídico; 
tanto por la importancia del objeto regulado 
como por su generalidad que hace del Derecho 
constitucional un supraordinador de las demás 
ramas jurídicas. Esto explícala valorización del 
régimen constitucional por la burguesía cuan- 
do esta no había impuesto aún plenamente sus 
condiciones de dominación. 

• Las Constituciones codificadas, al anunciar de 
manera "cerrada'' los principios del ordenamien- 
to jurídico, hacen que la práctica constitucio- 
nal adquiera una singular importancia. Esta es 
una de las razones por las que el Derecho cons- 
titucional no puede limitarse al mero estudio 
teórico de la Constitución. 

• La determinación política del derecho en general 
se hace particularmente evidente en el Derecho 
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constitucional. Por ello, si el dominio "puramen- 
te" técnico de algunas ramas del derecho puede 
constituir un conocimiento, en el Derecho cons- 
titucional esta ilusión se hace imposible, por- 
que en él la técnica tiene consecuencias políticas 
inmediatas. 

* Una definición de Derecho constitucional con- 
tiene elementos necesariamente generales y abs- 
tractos que deben ser concretados cuando se 
refieren a un régimen determinado. Así, los prin- 
cipios constitucionales socialistas difieren con- 
siderablemente de los principios burgueses, pero 
ello no nos impide señalar rasgos esenciales de 
carácter común, por ejemplo: la determinación 
clasista en uno y otro caso (burguesa en el pri- 
mero, proletaria en el segundo). 

i Ahora podemos formular el siguiente concepto: el 
«Derecho constitucional es la parte de la superes- 
jtructura jurídica que determina, con sujeción a los 
¿intereses y principios ideológicos de la clase domi- 
nante, quiénes están llamados a ejercer el poder po- 
lítico, mediante qué órganos y métodos y con qué 
limitaciones. De modo que el Derecho constitucio- 
nal tenga un objeto a la vez político y jurídico. De 
integrar su contenido no solo con la Constitución, 
sino con toda la práctica jurídica de rango constitu- 
cional: las decisiones jurisdiccionales, las leyes cons- 
titucionales y la práctica constitucional en genera!. 
Por otra parte, este contenido jurídico solo puede 
alcanzar su auténtico sentido si es considerado en 
conexión con sus determinaciones políticas inme- 
diatas; las correlaciones resultantes de la lucha de 
| fiases. El Derecho constitucional tiene una función 
ísüpraordiiiadora en tanto formula los principios sus- 
tantivos y técnico-formales que dan unidad lógica 
I ál ordenamiento jurídico, deterrninando su sistema 
£ interno de jerarquías normativas. , I 
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CAPÍTULO III 



La teoría general 
del Derecho constitucional 



Posibilidad de una teoría general 
del Derecho constitucional 

El modo capitalista de producción, a pesar de que 
continúa la explotación y la desigualdad de clases en 

| el terreno socio-económico, representa de por sí con- 
diciones nuevas y peculiares del desarrollo histórico 
respecto a las formaciones sociales precedentes. El cre- 
cimiento económico resulta tan lento en las socieda- 
des preburguesas, que generalmente es imperceptible 
en los marcos de una generación. La población, por 
esa misma razón, aumenta de manera irregular y es- 
casa y los desequilibrios que esto origina tienden a 
resolverse a través de la "colonización" o de la emigra- 
ción depredatoria. El fraccionamiento del "mundo" 
precapitalista es de tal naturaleza que impide toda 
concepción unitaria de la existencia humana: la abs- 
tracción implicada en el concepto hombre se encuen- 
tra limitada por la presencia de esclavos y siervos que 
no pueden ser considerados como tales (como hom- 

I bres) sin más adjetivación. Pero además, este fraccio- 

' n amiento se da incluso en el ámbito natural, 
geográfico: cada civilización está constreñida por su 
ámbito físico, que siempre es pequeño con relación a 
lo no conocido. En todo caso los contactos entre pue- 
blos diferentes no tienen generalmente un carácter 

j sistemático ni un fundamento derivado de necesida- 
des de la producción. 



El surgimiento del capitalismo representa un cam- 
bio radical de estas condiciones históricas. Su modo 
i de producción se basa en la acumulación de la pro- 
ducción y la productividad; significa una permanente 

Egencia de expansión cualitativa y cuantitativa de 
fuerzas productivas. Si en los regímenes prebur- 
sses el intercambio mercantil tenía un carácter es- 
porádico o limitado, en el capitalismo constituye una 
norma universal. 

Es por esto que no solamente posea similares ca- 
racterísticas estructurales en los países donde sur- 
ge, sino que tienda a rebasar constantemente sus 
fronteras nacionales. Por eso la irradiación del ca- 
pitalismo desde sus centros europeos significó el 
"descubrimiento'' del resto del mundo, de los conti- 
nentes "ignorados" hasta entonces. 
f El Estado y el Derecho no escapan, naturalmen- 
te, a esta ley del desarrollo histórico. A la especifici- 
dad del capitalismo correspondió también un nuevo 
tipo de Estado: el Estado Nacional. Dondequiera 
que se impuso o, más aún, dondequiera que intentó 
imponerse el capitalismo con una expresión políti- 
ca propia esta se manifestó con rasgos y exigencias 
similares. Ya tuvimos oportunidad de ver esto en 
los fundamentos del constitucionalismo burgués. Por 
eso, con independencia de las peculiaridades nacio- 
nales, hay temas comunes del Derecho constitucio- 
inal que aparecen "naturalmente" en los países donde 
lia burguesía impone sus condiciones de domina- 
ción. Pero esta tendencia a la uniformación univer- 
sal del derecho encuentra, en la doctrina jurídica 
burguesa, un reflejo ideológico, es decir, invertido, 
del desarrollo histórico. Para los tratadistas burgue- 
ses las realidades políticas y sociales se determinan 
por el derecho, o, en el mejor de los casos, este es 
uno más en una pluralidad de factores, cada uno 
de los cuales tiene aproximadamente el mismo ran- 
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elementos políticos, sociales, económicos, culturales, 
éticos, jurídicos, etc., que influyen recíprocamente los 
unos en los otros, sin que ninguno tenga una pre- 
eminencia especial de determinación con respecto a 
los demás. En el fondo esta concepción tiende a elu- 
la lucha de clases como fundamento del desarro- 

histórico y, al mismo tiempo, permite afirmar que 

1 derecho es un producto de la conciencia jurídica o 
ue, al menos, esta influye tanto en la conformación 
el derecho como cualquier otro elemento. 

1 Como consecuencia de lo anterior, el pensamiento 
purgués solo puede generar una teoría general del 
Derecho constitucional de carácter positivista o prag- 
mático, es decir, basada en la simple constatación de 
que el derecho tiende a universalizarse en sus conte- 
| nidos y en sus estructuras, pero sin intentar la expli- 
1 cación misma del fenómeno. La alternativa, en la 
| doctrina burguesa, a esta posición es el idealismo fran- 
co y abierto del tipo, por ejemplo, neokantiano, que 
sostiene que lo jurídico es a priori de la conciencia. 
\ La posibilidad de una teoría general del Derecho 
constitucional se debe, en realidad, al desarrolló a 
éscala universal de las fuerzas productivas, con toda 
la situación de interdependencia que esto crea. Se- 
mejante fenómeno se observa no solo en el Derecho 
■constitucional, sino en casi todas las ramas del de- 
recho. Esto no puede colocar el análisis jurídico por 
encima de las realidades sociales que lo determi- 
nan. El derecho es un producto clasista; luego, no 
puede prescindir de esta realidad primaria. 

La existencia de una comunidad de países socia- 
listas con un ordenamiento constitucional propio 
tiene que encontrar su diferencia específica en la 
teoría, aunque esta vaya seguida del calificativo ge- 
neral. Es más, precisamente por esto solo el rigor 
científico nos puede conducir a encontrarlos verda- 
deros elementos esenciales de una teoría general del 




¡im 



Comunidad Internacional 
y Derecho constitucional 

El Derecho constitucional lo es siempre de un país 
determinado. Una teoría general del Derecho consti- 
tucional tiene que basarse en el estudio comparado 
del ordenamiento constitucional de una multipli- 
cidad de Estados. Y esto con fines científicos, no 
normativos; porque una verdadera comunidad in 
ternacional tiene que partir del reconocimiento de 
la soberanía de cada Estado. De lo contrario se des- 
truiría el concepto mismo de comunidad internacio- 
nal y el principio de realización política del mundo 
moderno (burgués). Esto es lo que permite que auto- 
res subordinados al imperialismo defiendan, sin em- 
bargo, la realización del orden jurídico internacional 
como producto del Derecho constitucional de cada 
Estado. 16 Pero la consideración de este problema des- 
de la pura abstracción de los conceptos jurídicos deja 
eh la sombra la cuestión esencial. 

¿Por qué si el principio de soberanía es inheren- 
te al Estado burgués la historia burguesa es, sin 
embargo, la de la violación casi constante de esté 
principio? ¿Por qué, incluso, se le ha cuestionado 
doctrihalmente en múltiples ocasiones? I 

La defensa de la soberanía por la impugnación dé 
un orden internacional sobrepuesto al Derecho cons^ 
titucional de cada Estado puede resultar una simple 
falacia si no se toma en cuenta lo que puede repre- 
sentar la Constitución en algunas ocasiones. Por 
ejemplo, la Constitución cubana de 1901 admitía, al 
recoger en una Transitoria la Enmienda Platt apro- 
bada por el Congreso de los Estados Unidos, el dere^ 
cho de ese país a intervenir en el nuestro cada vez que 

16 Ramón T " \o constitucional, Editorial Eche- 



lo estañara conveniente.- Por supuesto que no siem- 
pre es necesario recurrir a argumentos tan directos 
■ En el mundo capitalista son los países de mayor 
desarrollo los que determinan los caracteres de la 
superestructura en sentido general; y el derecho 

2í5? Gn l e> n ° CSCapa a esta determinación, ll 
doctnnajundica prevaleciente es la conveniente a los 
sectores mas poderosos de la burguesía; aunque esto 

enLTeorffn de presión directa' 

en la teoría Basta con la proclamación abstracta de 
la igualdad y la consideración de unos derechos 
^ndamentales^ entre ellos el de la propie^" 
preconocidos al hombre en generé (anterior 
al ciudadano mismo) para que el capitalismo inter- 

Las garantías y los derechos constitucionales sir- 
Zu' ^T* 8 ? S económ icamente atrasados, para 

SSXSÍ* SaqUC ° dC SUS recursos nafráis 
S£ÍÍ2S^ ^P^^ta. Las mismas bases jú- 
nceas, en los países capitalistas desarrollados y en 
fo^^dos, logran resultados inversos para uLs 
V otros. Y la dominación económica no puede dejar 
jde tener consecuencias políticas J 

U^Tf ^í* CS ' teorica ™ente, la expresión su- 
prema de la soberanía de un Estado. Pero este prin- 
MPio general solo puede encontrar su verdad erTel 
examen de cada caso concreto. Allí donde los 
usmos constitucionales facilitan la penetración^ 
én^ ma K 10n : Conómic * imperialista no hay au- 

ma\ En S e°Í era T' aUn£ l ue «u apariencí for- 

mal. En este casto no puede uií país integrarse como 

pp. 168-16k 199-167. Ver Apéndice, art. 3 y 7, 
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subordinado de los que lo dominan económicamente 1 
Donde, por el contrario, los mecanismos constitución- 
nales son la expresión jurídica de una defensa conser 
cuente de los intereses nacionales, en cuyo cas^> 
entran casi siempre en contradicción con los "prin - 
cipios jurídicos" de los países metropolitanos, poj- 
demos hablar de soberanía real. El Estado soberano, 
en este último sentido, será libre en la concertación 
de los pactos y tratados internacionales, aunque 
estos representen una limitación a su actuación fu- 
tura, porque no serán lesivos a sus intereses legíti- 
mos. Por eso el concepto de soberanía tiene un 
carácter relativo; su ejercicio eficaz está vinculad^ 
al resguardo de los derechos nacionales (propiedad 
de los recursos naturales y de los medios de pro-j 
ducción, preservación activa de la cultura nacional,; 
etc.) frente a sus enemigos declarados o encubiertos,! 
es decir, frente al imperialismo. Las pretensiones de; 
reafirmación soberana ante los que no constituyen 1 
una amenaza para la independencia real de un Esta-í 
do, sino todo lo contrario, esconden generalmente una 
debilidad o una confusión. En estos casos tanto la 
política como el derecho necesitan de categorías 
nuevas para expresar las relaciones internaciona- 
les, sean estas de colaboración o de discrepancia. 

Así, la relación del Derecho constitucional con la 
omunidad internacional es, constitutiva y contra- 
ictoria. Es constitutiva porque la comunidad in- 
ernacional no puede ser más que la concurrencia 
ie Estados soberanos, f es contradictoria porque el 
concepto mismo de soberanía expresa el carácter 
contrapuesto de los intereses nacionales en el capi- 
talismo; en este sentido la soberanía es una reivin- 
dicación o defensa de la independencia frente a las 
pretensiones de los que quieren imponer su propio 
orden internacional", situación que deriva directa- 
mente del carácter explotador del régimen burgués. 
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La estructura constitucional 

Las reivindicaciones burguesas frente al orden feu- 
dal se presentaron, generalmente, como exigencias 
ineludibles de la razón misma, entendida esta en 
un sentido impersonal y de necesidad natural. Este 
es, precisamente, uno de los fundamentos episte- 
mológicos del iusnaturalismo. Lo que "debía ser" se 
veía no como capricho o arbitrariedad, sino porque 
estaba ínsito en la naturaleza de las cosas. El Dere- 
cho no era, según esta concepción, ni una creación 
libre del hombre ni un reflejo de las tendencias del 
desarrollo histórico, porque estaba inscripto, y era 
a la vez una expresión suya, en el modo de ser de 
las cosas naturales; al contrario de las cosas artifi- 
ciales (como las instituciones feudales), carentes por 
Isu forma amañada de existencia, de Derecho en sen- 
tido estricto. Esta concepción tenía que conducir a 
un nuevo dogmatismo de las instituciones; no por 
casualidad decía Engels que la vieja teología medie- 
val era sustituida en el régimen burgués por el De- 
recho. Era lógico que se entendiera^ con este punto 
de partida, que toda regulación jurídica debiera ser 
suficiente en sí misma, un círculo cerrado que ago- 
tara toda posibilidad de perfección. Y así llegó a en- 
cenderse que debía ser la Constitución, 
i Así, las constituciones norteamericana de 1787 y 
francesa de 1791 y 1793 se convirtieron en modelos 
í clásicos para la burguesía. La ordenación de sus con- 
tenidos y los contenidos mismos, y hasta la forma de 
expresión, obedecían en ellas aun plan determinado. 
Primero el Preámbulo, contentivo de una serie de 
enunciados declarativos sobre los objetivos y los vá- 
\ lores éticos y políticos que debía realizar la sociedad 
I de acuerdo con su propia naturaleza (recuérdese la 
i teoría del contrato social) . Después la parte orgánica, 
I que establecía la forma de gobierno y de organización 
! estatal (en lo fundamental la teoría de la triparti- 
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ción de poderes). Le seguía la dogmática, que de- ^ 
sarrollaba los derechos individuales fundamentales 
y sus relaciones con el ejercicio del poder estatal 
(teoría del estado de naturaleza o del hombre natural 
con derechos previos a la Constitución de la socie- 
dad) . Y, por último, la cláusula de reforma, derivada 
de la consideración de que al ser la Constitución lai 
expresión de los elementos esenciales del pacto quej 
daba origen a la sociedad no podía estar sujeta a los 
mismos procedimientos de creación y modificaciónj 
de las leyes ordinarias, sino que requería para ello) 
de circunstancias especiales. 

Esta concepción racionalista, fundada en las con-| 
sideraciones metafísicas del iusnaturalismo, no po 
día mantenerse inalterable frente al desarrollo 
histórico. El triunfo burgués mostró en un corto 
período que este no significaba la instauración de 
una sociedad idílica y que, por el contrario, tendía a 
agudizar los conflictos sociales y de clases. Las cla- 
ses explotadas, y muy particularmente la clase obre 
ra emergente, comenzaban a utilizar los resquicios 
que dejaban los derechos constitucionales procla- 
mados — cuyo carácter formal empezabá a eviden 
ciarse — para sus propias reivindicaciones. Por otra \ 
parte, la nueva etapa del desarrollo capitalista, que 
se inicia aproximadamente a partir de la mitad del 
siglo xk, lleva a los ideólogos de la burguesía a la 
revisión de sus más caros antecedentes filosóficos. 
A partir de entonces los imperativos éticos y racio- 
nalistas del período anterior aparecen como meraj 
especulación. Para el positivismo la "realidad" no \ 
necesita de ninguna "fúndamentación" , por lo tan- ! 
to los valores deben ser marginados de la "ciencia". 

En el fondo se trata de que la burguesía, que ha 
consolidado su poder, lo ve ya amenazado por las 
nuevas fuerzas sociales. Se pretende que el Dere- 
cho, como ciencia autónoma, debe ser examinado 
en sí mismo, sin mezclarlo con valoraciones socio- 



> políticas; esta £Ue la tendencia inaugurada por Ger- 
\ber y Labanci, cuyo continuador contemporáneo más 
notable es Kelsen. 

í Quiere decir que el Derecho es visto como mera 
• técnica, como pura forma, como lo dado que no debe 
ser enjuiciado si queremos conocerlo. Se trata, sen- 
cillamente, de justificar a toda costa lo existente: el 
orden capitalista. Sin embargo, el positivismo con- 
tribuyó en alguna medida a desmistificar el Dere- 
cho constitucional al no considerársele más como 

¡ la expresión inmanente de una realidad superior; 
en su teoría la Constitución quedaba instrumenta- 

^ fizada, se le veía simplemente como una instancia 

í privilegiada del ordenamiento jurídico por razones 

| técnico-formales y lógicas. 

i Resultaba que el precepto constitucional ya no 
| era determinado por su contenido, sino por su ubica- 
| ción formal en el texto constitucional. Muy pronto 
i reivindicaciones políticas que hasta entonces eran 
| objeto de la legislación ordinaria empezaron a ser 
j incluidas en las Constituciones por el primado jurídi- 
I co de estas y por ser más dificultosa su reforma. Como 
; ejemplo puede servir la Constitución cubana de 1940, 
i en la que los sectores progresistas y de izquierda 
i lograron introducir numerosos preceptos en mate- 
' ria política y social que la hicieron varias veces más 
¡ extensa que cualquier Constitución clásica. 18 
f El predominio del positivismo no fue ni podía ser 
absoluto, y mucho menos permanente. Múltiples 
escuelas y corrientes del pensamiento burgués lo 
impugnaron evidenciando sus dificultades científi- 
cas e ideológicas. Como ejemplo podemos mencio- 
nar a Cari Schmitt, que intenta desesperadamente 
distinguir la materia constitucional de la que no lo 
| es, aunque esté puesta eri el texto cpnstitucional. 

18 Antonio Barreras: ed. cit., Constitución de 1940, pp. 478- 
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Para ello diferencia la Constitución textual de la ley 
co^tiruXnal. Ksta última vendría deU^nada ^por 
su rango jurídico mientras que la primera por su 
SU expresiva de ^™^e«^™ 
pofitica o de las decisiones políticas 
que hacen de un Estado lo que es y no algo distin 
to De esta manera, al tiempo que considera la ley a 
pirí de un criterio formalista, la Constitución es 
SÍdaporuna especie de excrecencia metafísica de- 
] Sa del «modo de existencia política del pueblo 
Podemos decir que todos los conceptos burgueses 
de la Constitucióny su estructura (Smend, Schmitt, 
Heller Hauriou, Kaufmann, etc.), conmdependen- 
cif de la mayor o menor erudición y riqueza teórica 
délas obras que los expresan, coinciden er lsu inte- 
i rés por eludirla lucha de clases, poniendo en su 
i \Z^os presupuestos ideológicos de naturaleza 

de resultar de la generalización de los caracteres 
esencSes de la Constitución entendida como orden 
rocSconómicoy político. I^s 
i iurídicas que expresan esa realidad solo lo hacen de 
í Í3eramediatily por lo general distorsionada por 
! ZTno podemos partir de esas formas exclusivamen- 
te Aesetf^ 
1 -¿¿ excepto de Constitución dados en el capitulo I, del 
q^e podemos inferir los siguientes contenidos necesa- 
rios yjerarquizados de toda Constitución yase con- 
sidere esta desde el punto de vista material o desde 
el punto de vista jurídico: 

1 a) El régimen socio-económico. En tanto la Cons- 
titución forma los principios más generales y 
supremos de la voluntad del Estado y de la di- 
námica del poder político en su conjunto, estas 
no puede pres¿indir de los elementos que los 
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constituyen: las formas de las relaciones socia- 
| les de producción y de la dominación de clases. 
/ No importa cómo se exprese esto en el lenguaje 
I jurídico: en las constituciones socialistas se dice 
/ claramente cuáles son la naturaleza y los obje- 
/ tivos del orden socio-político; en las constitu- 
I ciones burguesas pretenden encubrirse 
| mediante el uso de términos abstractos y la fel- 
I ta de referencia a las clases existentes (se habla 
/ de pueblo, ciudadano, etc.), pero de todas ma- 
neras se tienen que exponer directamente los 
fundamentos esenciales de la propiedad capita- 
lista y sus consecuencias económicas. 

h)La forma de gobierno (dominación política). Por 
su misma naturaleza el Estado aparece siempre 
como un conjunto orgánico de funciones. Es a 
través de este conjunto que cumple su cometido 
clasista; de aquí que el poder político sea un 
I interés fundamental de la clase dominante y que 
I su organización constituya la forma de la socie- 
dad política o, lo que es lo mismo, el tipo de 
\ control sobre los dominados. En este sentido 
] toda Constitución contiene una regulación de 
j la forma de gobierno, es decir, de las relaciones 
I de coordinación y supraordinación de los órga-' 
nos a través de los cuales el Estado cumple sus 
funciones. 

c) Los valores organizativos e ideológicos que la 
sustentan. Una Constitución está muy lejos de 
ser una simple regulación técnica. Ella recoge 
los principios rectores del ordenamiento socio- 
económico, político y jurídico y en tanto hace 
esto propone ciertos valores expresados en los 
esquemas de relación entre los ciudadanos y el 
Estado y en las metas y fines que se consideran 
| legitiman la vida social. 
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En la sociedad burguesa estos valores aparecen 
como una pura exigencia de la conciencia que, in- 
cluso, deben intentar realizarse en contraposición 
con las realidades materiales. No sin motivo estos 
a tvalores reciben la denominación de "dogmática" en 
) la doctrina burguesa, que considera que los dere- 
Ichos fundamentales valen ante el Estado, cuya mi- 
/sión exclusiva es salvaguardar las estructuras 
sociales de explotación existentes. Claro que cada 
formación social expresa sus valores de una mane- 
ra propia en consonancia con sus deterrninaciones 
socio-económicas esenciales. 

Aunque el Derecho constitucional tenga sus pe- 
culiaridades, eso no significa que tenga una natu- 
raleza "especial" con respecto al derecho en general. 
Por tanto, el tratadista García-Pelayo 19 divide la nor- 
mativa jurídica en normas de organización y nor- 
mas de conducta, y asigna las primeras a la 
Constitución. Toda norma jurídica tiene por objeto 
una conducta y cuando no es asi no estamos en pre- 
sencia de una normación jurídica en sentido estricto; 
en todo caso puede tratarse de una referencia a una 
norma técnica u organizativa indispensable para la 
conducta que se quiere regular y que es lo que, en 
rigor, constituye un contenido jurídico. 

Lo que sucede es que el Derecho constitucional, 
por su propia función, tiene un carácter muy gene- 
ral; de aquí que sus normas se califiquen de funda- 
mentales —porque ellas expresan los principios 
generales del ordenamiento socio-económico y po- 
lítico, de los cuales deben partir las normaciortes 
detalladas y particularizadas de las diferentes ra- 
mas del derecho. 

, La excelencia técnica de la normativa constitucio- 
nal está vinculada, en este sentido, a su brevedad y 

19 Manuel García-Pelayo: ob. cit., pp. 109-120. 
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sencillez, y así ha sido cuando las condiciones histó- 
ricas lo han permitido: en la época de las revolucio- 
nes burguesas y en las constituciones socialistas. 

Las fuentes formales del Derecho constitucional y 
su elaboración 



Por lo general se admiten como fuentes del derecho 
la ley, la costumbre y la jurisprudencia. Ese es el 
criterio predominante en la doctrina y en las legis- 
laciones positivas. Este concepto se torna, sin em- 
bargo, problemático y hasta insostenible cuando se 
trata del orden constitucional. Nos hemos referido 
con anterioridad a la vinculación directa del Dere- 
cho constitucional con la práctica política, en tanto 
el primero es la expresión jurídica inmediata de la 
segunda. En gran medida es eso lo que contribuye 
a la complejidad del concepto de Constitución y a la 
imposibilidad de que esta pueda depender de un 
aspecto subordinado dentro del ordenamiento jurí- 
dico: el precedente judicial. 

La doctrina legal o jurisprudencia no puede, en 
este sentido, ser una fuente constitucional; en todo 
caso debe evitarse la confusión con el llamado control 
constitucional, que se ejerce a veces por un órgano 
judicial con facultades limitadas para determinar el 
cumplimiento de la normativa constitucional. Tam- 
poco cabe remitirse, por razones obvias, a algún mo- 
mento de la época de formación del Derecho 
constitucional, cuando no estaban aún claramente 
delimitadas las funciones estatales; como sucedía 
en la Inglaterra de los siglos xvi y xvii, en la que el 
Parlamento era tribunal supremo, órgano legislativo 
y, hasta cierto punto, instancia adrxiinistrativa. Por 
otra parte, según se acepta generalmente y establece 
nuestra propia legislación, lo que convierte a la cos- 
tumbre en fuente de derecho es su reconocimiento 



o validación por un órgano judicial. ¿Cabe suponer 
que tal procedimiento pueda ser origen de un pre- 
cepto constitucional? Es evidente que no, dado lo 
expuesto sobre el precedente judicial y al hecho mis-* 
mo de que la costumbre se subordina a la ley y esta 
a su vez a la Constitución. En cuanto a la ley solo 
se le admite como fuente constitucional a título de 
excepción o como complemento, al menos este es el 
criterio prevaleciente en la doctrina y en la mayoría 
de los ordenamientos positivos. 

Lo expuesto explica, al menos de modo parcial, la 
confusión que se produce a veces en este tópico. De 
modo que, Ramón Infiesta 20 llega a enumerar hasta 
nueve fuentes del Derecho constitucional, algunas 
de ellas indiscernibles; en otras, con una falta total 
de criterio metódico, mezcla aspectos diferentes en 
la misma clasificación, por ejemplo: costumbre, po- 
der constituyente y Constitución. Esto último equi- 
valdría a decir algo así como que las fuentes del 
Derecho son la ley, la costumbre, la jurisprudencia 
y el Congreso o el Consejo de Ministros; o sea, a poner 
en un mismo nivel la forma en que puede presentar- 
se el Derecho con los procedimientos u órganos de 
su validación externa. 

Debemos en primer término, recordar la distinción 
entre Constitución formal y Constitución material. Es 
decir, que cuando nos referimos a las fuentes cons- 
titucionales no lo hacemos a las causas o factores 
socio-económicoa determinantes de su modo de ser, 
sino a la forma en que se presenta la norma consti- 
tucional. Por eso hablamos de fuentes formales del 
Derecho constitucional y de su elaboración. Así evi- 
tamos confusiones metodológicas y podemos, al tra- 
tar de la elaboración constitucional, establecer 
importantes distinciones entre los procedimientos 
externos de validación y sus causas materiales. 



*> Ramón Infiesta: ed. cit., pp. 12-13. 
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Llegados a este punto ¿Cuáles podemos conside- 
rar como fuentes formales del Derecho constitucional? 
Diremos que la Constitución y la práctica constitu- 
cional. Ambos conceptos son, sin embargo, tan laxos 
y complejos que en modo alguno ofrecen de inmedia- 
to un contenido preciso. ¿Qué entender pot Consti- 
tución desde un punto de vista formal? Ya hemos j 
visto la complejidad de este aspecto en el estudio de 
la estructura constitucional. La; Constitución pue- 
de entenderse, de acuerdo con el ámbito que se le 
asigne, de tres formas: 

I 

1) En un sentido amplio, como la suma del texto 
constitucional codificado y de todas las demás 
normas de jerarquía constitucional. 

2) En un sentido restringido, como el texto cons- 
titucional codificado exclusivamente. En este 
caso habría que considerar como fuente del De- 
recho constitucional las le^es a las que se les 
otorga ese rango. 

3) En un sentido más restringido, como el con- 
junto de preceptos a los que, de acuerdo con 
criterios previos de valoración, se les reconoce 
carácter constitucional (recuérdese a Cari 
Schmitt). En este caso se considerarían fuentes 
del Derecho constitucional los preceptos de la 
Constitución no incluidos en la valoración men- 
cionada y las demás leyes constitucionales. i 

Pero el problema no queda todavía resuelto, ya 
que lo expuesto parte del supuesto de los modelos 
de Constitución resultantes de las revoluciones nor- 
teamericana y francesa, de 1776 y 1789, respecti- 
vamente. Se trata de constituciones codificadas, 
hechas en la unidad de jun texto (impropiamente 
llamadas por algunos autores constituciones escri- 
tas). Hay, sin embargo, Estados que no se rigen por 
ese modelo constitucional; el ejemplo clásico es In- 
glaterra. A la Constitución inglesa se le ha llamado 
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consuetudinaria, por oposición a la denominación 
impropia de escrita antes mencionada. No obstan- 
te, debemos de tener presente que la Constitución 
inglesa no está formada por la costumbre con la 
connotación jurídica que nosotros le damos; ya que 
se trata de usos consagrados jurídicamente (y en 
algunos casos, creados) por estatutos y otros actos 
del Parlamento. Queda el hecho de que Inglaterra 
no tiene Constitución codificada ni procedimientos 
constitucionales especiales. Fue esto lo que llevó a J. 
Bryce a su clasificación de las constituciones en rígi- 
das y flexibles (Flexibles and Rigid Constitutions, 
Oxford, 1901). Las constituciones rígidas serían las 
codificadas, con procedimientos específicos de ela- 
boración y reforma; y las flexibles, las formadas por 
un conjunto de actos jurídicos no ordenados siste- 
máticamente y sin el requerimiento de procedimien- 
tos especiales. En este último caso no se presentaría 
el problema de distinguir entre Constitución y le- 
yes constitucionales; solo habría que determinar qué 
leyes y usos reconocidos tienen, por su materia, ca- 
rácter constitucional. $ 

Y, ¿qué entender por práctica constitucional? 
Como se le puede suponer una gran amplitud a este 
jeoncepto, queremos referir qué elementos excluimos 
pé él. Por práctica constitucional entendemos la acti- 
{vidád política con intención normativa fundamental 
[recuérdense los contenidos típicos de la Constitu- 
ción) que alcanza una cierta objetivación (pactos o 
compromisos entre fuerzas políticas, declaraciones 
fundamentales, mecanismos de actuación política, 
etc.). Queda fuera, por tanto, de esta conceptualiza- 
i nón lo que en la doctrina burguesa se conoce por 
'control constitucional'', por carecer este de inten- 
sión normativa fundamental o de la posibilidad de 
sustentar esta pretensión. Las pugnas políticas en 
a sociedad burguesa, como ya hemos dicho, se han 
expresado en numerosas ocasiones a través de un 
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^reivindicacionismo" o un "defensismo" constitucio- 
nal que ha conducido a la creación de órganos y 
mecanismos judiciales o parajudiciales para velar 
por la "pureza" o el "cumplimiento estricto" de la 
¿Constitución. Era el caso, en nuestro país, del lla- 
mado Tribunal de Garantías Constitucionales y So- 
ciales, y de órganos similares en otros Estados 
burgueses. Incluso se ha querido hacer remontar la 
jtradición del control constitucional hasta la época 
de la Revolución Inglesa (siglo xvn) . Lo cierto es que 
jla propia doctrina jurídica burguesa, y mucho más 
isu práctica, evidencian el carácter extraordinaria- 
jmente limitado que puede tener ese control. En pri- 
[mer lugar no puede referirse a situaciones que 
| diriman cuestiones políticas, porque ahí aparece la 
| llamada "separación de poderes" y la invocación por 
| cada "poder" de su propio privilegio (y el judicial no 
| es un poder político en la teoría burguesa) . En los 
Estados Unidos se han dado no pocos casos de ese 
] tipo, e incluso se utilizó ese lenguaje en el reciente 
1 escándalo de Watergate. 21 La Corte Suprema de Chile 
i se negó sistemáticamente, con un cinismo contumaz, 
la pronunciarse sobre las violaciones constituciona- 
\ les de la oposición al gobierno popular de ese país, 
con el pretexto, precisamente, de que se trataba de 
cuestiones políticas sobre las que no podía decidir. 

Así, la tesis de que el derecho se defiende a sí mis- 
mo a través de la Constitución o de que la jurispru- 
dencia pueda ser fuente de Derecho constitucional 
(incluso en un país burgués) es insostenible. Por eso, 
como veremos más adelante, en las constituciones so- 
cialistas no se prevén esos falsos mecanismos. 

21 Es necesario aclarar que la primera parte del libro fue 
escrita entre los meses finales de 1977 y el primer se- 
mestre de 1979, de ahí la consideración "reciente" cuan- 
do se refiere al "Escándalo de Watergate". (N. de la E.) 
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Cuando hablamos de práctica constitucional ex- 
cluimos por igual la costumbre, al menos en su con- 
cepto riguroso. Esta presupone, como elemento 
suyo, la espontaneidad. La costumbre no se quiere 
ni se deja de querer, no se piensa, se asume, por lo 
general, de modo inconsciente. Los que con fre- 
cuencia se llaman usos constitucionales están muy 
lejos de revestir esas características, porque son ex- 
\ presión de una actividad política (y de una posición 
I política) que siempre es intencionada, no importa el 
¡ grado de conocimiento efectivo que ella contenga. 
^ — Hemos llegado, así, auna estimación más clara 
íde esa segunda fuente del Derecho constitucional. 
|Su importancia puede apreciarse históricamente o, 
¡en nuestro caso, en la propia realidad nacional. Son 
'conocidas las circunstancias en que se promulgó la 
|Ley Fundamental de 1959; de entonces a acá se ha 
jrecorrido un intenso camino de transformaciones 
'constitucionales, y su fuente ha sido, precisamente, 
jla práctica constitucional: I y II Declaración de La Ha- 
bana, constitución del Partido y reconocimiento de 
jsu papel dirigente, creación de las organizaciones de 
jmasas y determinación de sus funciones, comienzos 
peí poder popular, etc. La práctica constitucional in- 
' luye, y a la vez trasciende, la mera aplicación del 
jorden constitucional establecido en sus dimensio- 
\ \ Inés políticas. Se diferencia de lo que hemos llama- 
do Constitución en que esta última tiene por objetivo 
principal establecer un ordenamiento jurídico fun- 
damental; mientras que la práctica constitucional 
incide sobre ese ordenamiento transformándolo o 
enriqueciéndolo, y aunque a veces se puede valer de 
los procedimientos jurídicos reconocidos puede tam- 
bién asumir formas estrictamente políticas (aunque 
estas, por supuesto, tengan repercusiones jurídi- 
cas). De aquí que, por lo general, la práctica consti- 
tucional produzca normaciones transitorias que solo 
se consolidan cuando se convierten en Constitu- 
ción o se incorporan a ellas. 
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de la elaboración constitucional 
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Ya advertirnos la necesidad de no corifundir las fuen- 
tes formales cón los órganos y procedimientos de 
elaboración del Derecho constitucional. De este modo 
es necesario distinguir las causas económicas y/ 
socio-políticas que determinan en ultima instancia 
el ser de la Constitución de los mecanismos de su 
elaboración externa. En el pensamiento bürgiiéé 
estos factores se entremezclan interesadamente pór 
razones ideológicas. 

Hemos visto que la lucha de la but guejsía emer- 
gente contra el orden feudal se presento como el 
combate de toda la nación contra la nobleza parasi- 
taria. Esto exigió la elaboración de abstracciones 
teóricas que fundamentaran esa nueva concepción; 
entre ellas está el concepto burgués de ciudadano. 
Este equivale al individuo despojado de toda deter- 
minación de clase, como merj componente de la 
"nación" y, por lo tanto* come "igual" a todos sus 
demás integrantes, al menos desde el punto de vis- 
ta público, no importa que fuera rico o estuviera 
desposeído de toda riqueza. Dé aquí parten dos con- 
ceptos fundamentales de la tédría política: demo- 
cracia y representación. Para Rousseau, uno de sus 
más lúcidos e importantes teorizadores, la demo- 
cracia presuponía la ausencia de representación; la 
voluntad general — según él — debía integrarse coii 
la participación directa de todos los ciudadanos, de 
| modo que los encargados de la aelministración 
pública no fueran más que simples éornisionados jo 
mandatarios del cuerpo político y nunca sus repre^ 
sentantes (en cuyo caso podían decidir en lugar de 
los ciudadanos). Esta concepción se mostró imprac- 
ticable por razones obvias: la magnitud de los mo- 
dernos Estados Nacionales y la complejidad de su 
existencia hacían imposible la concurrencia físi¿e(. 

64 <JEA»4 



iü mi 11 



qgt UU u^auQaoa^^ii(w )% ii l i|, )W) . i ,,<m*, mm] 

los asuntos del Estado. Fué así, que a partir de la 
Revolución Francesa de 1789 y, particularmente, 
la de 1848* el concepto de representación sufrió una 
^sofisticada elaboración y pasó a formar parte esencial 
de la idea misma de democracia. El propio Leninha 
dicho que ésta es inconcebible sin instituciones re- 
presentativas. Debemos* no obstante* distinguir esa 
apreciación leninista dé la forma en que concibe el 
pensamiento burgués la representación. 
> La teoría burguesa de la representación parte de 
los siguientes supuestos: 

1) El representante 16 es del conjunto de "ciuda- 
danos" que forman la "nación"; por lo tanto su 
condición está por encima de toda cbnsider a- 
cióh clasista, local o de grupo. 

2) El representante no es un mandatario, no ac- 
túa por comisión o mandato de sus representa- 
dos, sino que recibe de estos su "confianza", sin 

^ que quede por ello sujeto a ningún compromiso 
u obligación política, jurídica o moral. 

Estas ideas son fundamentales para el pseudo 
concepto de poder constituyente. Ya vimos la doc- 
trina de la tripartición de "poderes". Estos poderes 
en equilibrio (ejecutivo, legislativo y judicial) son 
"poderes constituidos", que dependen, por tanto, de 
un "poder constituyente" previo y superior que los 
legitima. El concepto de poder constituyente es un 
concepto de síntesis o generalización que incluye a 
todo órgano (asamblea, convención, etc.) especial- 
mente integrado para firmar la Constitución. Al re- 
presentar a la "nación" es la soberanía misma 
encarnada én el órgano representativo. Esta teoría 
puede ser muy atractiva en el nivel de abstracción 
eri que se le presénta; en la realidad el llamado poder 
constituyente no es más que un órgano político del 
poder déla clase dominante como lo son el ejecutivo, 
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el legislativo y el judicial. Así, pues, toda esta com- 
pleja teoría se explica por las profundas grietas y 
contra<iicciones de clase de la sociedad capitalista, 
jque obligan a la búsqueda de sofisticados mecanis- 
fmos de preservación del status quo y también de 
engaño ideológico. En el pensamiento leninista las 
in stituciones representativas constituyen la expre- 
sión d$ la democracia de una clase; mientras más 
progresiva y revolucionaria sea esta, más profundo 
y consecuente será el régimen democrático a que dé 
lugar. Por ello en el socialismo el representante no 
se pone por encima de la sociedad, puede ser revo- 
cado en cualquier momento y sí es responsable po- 
lítica, jurídica y moralmente. 

La elaboración constitucional puede ser total o 
parcial. En el primer caso afecta a todo el orden 
constitucional; en el segundo solo a parte de él, bien 
por modificación (reforma constitucional) o por adi- 
ción de nuevos preceptos y leyes de rango constitu- 
cional. La elabpración de una nueva Constitución 
puede requerir, según lo estipule la que esté vigen- 
te, de un órgano especial (la asamblea o convención 
constituyente) o puede realizarse por el órgano le- 
gislativo (Congreso, Parlamento, etc.). La elabora- 
ción parcial puede necesitar la convocatoria del 
órgano especial, de acuerdo con la materia a que se 
refiera, o ser realizada por el órgano legislativo; en 
este último caso, sin embargo, en general se exige 
un procedimiento especial que puede consistir en 
la exigencia de una mayoría extraordinaria, en la 
teración de la votación dentro de un tiempo previs- 
to, o en ambas. Hay dos procedimientos consagra- 
dos de consulta al cuerpo electoral; el referéndumy 
el plebiscito. El primero se utiliza para las cuestio- 
nes que no tengan una especial relevancia política, 
mientras que el plebiscito se reserva las cuestiones 
que no tengan una especial relevancia política. En 
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ambos casos la consulta debe hacerse en los térmi- 
nos más señemos e mequívocos posibles. 

Claro que estos órganos y procedimientos de la 
elaboración constitucional parten del supuesto de 
¿ teoría representativa. En la práctica hay otros dos 
medios de importancia diversa: 

1) La ruptura del orden constitucional por métodos 
. violentos y por lo general con un sentido reaccio- 
nario, como sucede con los golpes de Estado, cuar- 
telazos, putctis, etc. engendrados por las mismas 
contradicciones de la sociedad burguesa, y 

2) las revoluciones, umversalmente reconocidas como 
fuente de derecho. En este último caso el órgano 
de elaboración constitucional dependerá de las cu- 
cunstancias históricas en que se haya producido 

la revolución. 



En nuestro caso, como se sabe, ^í^°*^ n f- 
titucional quedó a cargo del Consejo de Ministros, lo 
que será objeto de análisis posteriormente. 
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